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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR LAS 
CONDICIONES EN QUE SE ENCUENTRA EL PERSONAL PRIVADO DE 
LA LIBERTAD EN COLOMBIA 
 
 





La investigación sobre la responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado 
Colombiano por las condiciones en que se encuentran las personas privadas de la 
libertad, pretende en primer lugar establecer si ante la vulneración del derecho a la 
dignidad humana del personal privado de la libertad o reclusos, se configuran los 
elementos para declarar la responsabilidad estatal, así como también determinar el 
régimen y título de imputación a aplicar por la autoridad judicial. Para ello, se describen 
los derechos de las personas privadas de la libertad, los cuales han tenido un desarrollo 
legal a través de instrumentos internacionales, y jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, se muestra mediante cifras actualizadas las estadísticas de los daños 
padecidos por este sector especial de la población por su condición jurídica, todo el 
proceso desde la primera declaratoria del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) con 
la sentencia T- 153 de 1998, T-388 de 2013, T-762 de 2015, auto 121 de 2018, auto 
623 de 2018 hasta llegar al auto 110 de 2019 sobre Plan de Contingencia ante la crisis 
penitenciaria. Seguidamente se realiza una línea jurisprudencial con sentencias del 
Consejo de Estado, que han variado sus posiciones respecto del régimen de 
responsabilidad del Estado aplicable a los casos donde se presentan daños a los reclusos, 
entre la subjetiva (falla del servicio) y la objetiva (daño especial). 
Palabras clave: Responsabilidad del Estado, falla del servicio, daño especial, libertad 
personal, hacinamiento, Dignidad humana. 
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The investigation on the extracontractual patrimonial responsibility of the Colombian 
State for the conditions in which people are deprived of their liberty, intends in the first 
place to establish if before the violation of the right to human dignity of the inmates, 
the elements to declare the state responsibility, as well as to determine the regime and 
title of imputation to be applied by the judicial authority. For this purpose, the rights of 
persons deprived of liberty, which have had a legal development through international 
instruments, and jurisprudence of the Constitutional Court, are described by means of 
updated figures, the statistics of the damages suffered by this special sector. of the 
population due to its legal status, the entire process from the first declaration of the 
unconstitutional state of affairs with the sentence T-153 of 1998, T-388 of 2013, T-762 
of 2015, auto 121 of 2018, auto 623 of 2018 until arriving at car 110 of 2019 on the 
Contingency Plan in the face of the penitentiary crisis. Then a line of jurisprudence 
with judgments of the Council of State, which have varied their positions with respect 
to the regime of responsibility of the state applicable to cases where damages to 
prisoners are presented, between the subjective (service failure) and the objective 
(damage special). 
 
Key Words: State responsibility, service failure, special damage, personal freedom, 







La presente investigación, trata el tema de la responsabilidad extracontractual del 
Estado por daños causados a personas que han sido privadas de su libertad. 
Específicamente se pretende resolver la siguiente pregunta de investigación ¿la 
privación de la libertad personal, en las condiciones de hacinamiento actuales, vulnera 
el Derecho a la Dignidad Humana y compromete la responsabilidad patrimonial del 
Estado Colombiano?. 
 
Se plantean como objetivos de la investigación, en primer lugar, establecer si las 
condiciones actuales de privación del derecho a la libertad personal vulneran el derecho 
a la Dignidad Humana y si se configuran los elementos para la declaratoria de 
responsabilidad patrimonial del Estado. En segundo lugar, determinar cuál debe ser el 
régimen y título de imputación a aplicar por la autoridad judicial ante la declaratoria de 
responsabilidad patrimonial por la vulneración al Derecho a la Dignidad Humana de 
las personas privadas de la libertad.  
 
Sobre el tema objeto de estudio, se han realizado varios estudios investigativos, dentro 
de los cuales se resaltan aquellos donde se describen las condiciones de hacinamiento 
que presentan las cárceles en Colombia por el sobre poblamiento, se enfatiza en la 
responsabilidad  extracontractual del Estado por afectaciones ocasionadas a los 
reclusos a causa del hacinamiento en establecimientos carcelarios (teoría subjetiva falla 
del servicio) 2 .Asimismo, autores como Daniel León Calle, Manuela Cárdenas y 
Mónica López (2015)3, describen en primer lugar los derechos de las personas privadas 
                                                     
2  SUÁREZ ZULETA, Nathaly, FLÓREZ, Ángela y FLÓREZ, Esteban (2014). Responsabilidad 
extracontractual del Estado por afectaciones ocasionadas a los reclusos en las cárceles colombianas a 
causa del hacinamiento. Recuperado de: http://revistas.iue.edu.co/index.php/nuevoderecho/article/ 
view/668 
3  LEON CALLE, Daniel y otros. Monografía titulada “La responsabilidad del estado colombiano 
derivada del incumplimiento de obligaciones nacionales e internacionales adquiridas mediante tratados 
internacionales que versan sobre derechos humanos por las condiciones de insalubridad, hacinamiento 
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de la libertad, con una revisión desde los instrumentos internacionales, normativa 
colombiana, jurisprudencia de la Corte Constitucional. Luego presenta los informes de 
la Defensoría del Pueblo y Personería de Medellín sobre el hacinamiento, la 
insalubridad y los derechos sexuales en los centros de reclusión de Colombia, los daños 
y perjuicios ocasionados por estas condiciones, para finalizar con los mecanismos 
administrativos y judiciales para la reclamación de los mencionados daños y perjuicios 
ocasionados en las personas privadas de la libertad. Por último, se destaca el artículo 
de Yohana Cristina Valderrama (2015), en el que se citan varios extractos 
jurisprudenciales del Consejo de Estado, Corte Constitucional y Tribunales donde se 
han estudiado violaciones a personas que han sido privadas de la libertad y la 
responsabilidad del Estado para con ellas. 4 
 
Se hace necesario realizar un estudio de la responsabilidad extracontractual del Estado 
en cabeza del INPEC en Colombia, debido a las reiteradas vulneraciones de derechos 
fundamentales de las personas privadas de la libertad, ocasionados por, entre otras, las 
condiciones de hacinamiento, el régimen de atención en salud precario, ausencia de 
agua potable en forma permanente. 
 
Datos estadísticos, que se ampliarán de manera detallada en el capítulo primero, 
muestran que el INPEC a nivel nacional tiene una capacidad para albergar 80.236 
personas y en la actualidad existen 122.117 reclusos, los cuales en la gran mayoría de 
los establecimientos deben enfrentar condiciones de hacinamiento, pues según cifras 
del INPEC, el porcentaje de hacinamiento asciende al 53.81%, impidiendo con ello 
cumplir la finalidad de la pena, cual es la resocialización del condenado. Aunado a ésta 
problemática, se carece de una política criminal adecuada, de espacios para realizar 
                                                     
y vulneración de derechos sexuales y reproductivos, en relación con la dignidad humana de la población 
carcelaria”. Universidad de Medellín, 2015. 
4  VALDERRAMA, Yohana. Articulo denominado “la responsabilidad  del Estado frente a la custodia  
y vigilancia de las personas privadas de la libertad”. Universidad Santo Tomas, Medellín (2015). 
Disponible  en la página web: https://repository.usta.edu.co/bitstream/handle/11634/15489/2015 
ValderramaRengifoYohanaCristina.pdf?sequence=1&isAllowed=y 
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actividades laborales válidas para redimir pena y de espacios para llevar a cabo los 
programas educativos. 
 
Por ello, el estudio se hace conveniente porque aportará al Estado, información real y 
oportuna, respecto a si en las condiciones actuales de privación de la libertad personal 
confrontada  con la normatividad penitenciaria y jurisprudencia vigente, existe o no 
vulneración del Derecho a la Dignidad Humana y por ende, compromete la 
responsabilidad patrimonial del Estado; en caso afirmativo, si hay lugar a la 
indemnización o reparación patrimonial, y si se debe aplicar el régimen de 
responsabilidad subjetivo (falla del servicio) o el régimen objetivo (daño especial) por 
existir relaciones de especial sujeción. 
 
La Defensoría del Pueblo en el Vigésimo Cuarto Informe presentado al Congreso de 
República5 en el año 2017, se refirió a las vulneraciones a los Derechos Humanos de 
los privados de la libertad, derivados del hacinamiento penitenciario y carcelario 
desbordado el cual precisa que en el 2016 alcanzó los máximos alcanzados con una 
cifra del 56% (pág.105); así mismo, la deficiente e insuficiente atención en salud, 
situación que motivó la declaratoria de emergencia penitenciaria y carcelaria  en los 
ERON del INPEC, las condiciones de internamiento en los centros de reclusión 
transitoria, donde la vulneración a los derechos humanos es evidente por el 
hacinamiento que presentan las Unidades de Reacción Inmediata (URI) y Estaciones 
de Policía, entre otros. 
 
Igualmente, el informe vigésimo quinto6 presentado por la misma entidad al Congreso 
de la República en el año 2018, donde indica que hay establecimientos penitenciarios 
con un hacinamiento superior al 200%, reiteró que el servicio de salud es insuficiente 
e inoportuno y requirió a los entes territoriales para que se abstengan de aprobar el 
                                                     





presupuesto que no incluyan la obligación que les asiste conforme lo señala el artículo 
17 de la Ley 65 de 1993.La honorable Corte Constitucional en las sentencias T-153 de 
1998 y T-388 de 2013, declaró la existencia de un Estado de Cosas Inconstitucional 
(ECI) “en las prisiones” y en el “Sistema Penitenciario y Carcelario” por fallas de 
carácter estructural, falta de cupos para el Personal Privado de la Libertad (PPL) y 
constató que la Constitución Política carece de efectividad en el sistema penitenciario. 
Todo este desarrollo jurisprudencial de la declaratoria del estado de cosas 
inconstitucional por la crisis penitenciaria en Colombia, se ampliará en el capítulo 
primero del presente trabajo. 
 
Ahora bien, como quiera que los reclusos se encuentran bajo la custodia y vigilancia 
de funcionarios públicos vinculados a entidades que conforman el Sistema Nacional 
Penitenciario y Carcelario, es necesario preguntarnos a qué entidad debe imputarse los 
daños que sufren los mismos. Quien tiene a cargo la función (servicio de salud, 
tratamiento penitenciario, infraestructura adecuada, entre otras). 
 
Para analizar la figura de la imputación, se requieren abordar dos niveles, a saber, según 
lo menciona Héctor Patiño, 2016: “uno fáctico (imputatio facti) y otro jurídico 
(imputatio iure). Sólo de esta manera, se sostiene, se podría cumplir con la finalidad de 
la imputación, cual es establecer un fundamento normativo para endilgarle a una 
persona la obligación de reparar el daño.”7 
 
Desde el nivel fáctico, la gran mayoría de daños antijurídicos generados al interior de 
los establecimientos penitenciarios y carcelarios al personal privado de la libertad, 
obedecen a homicidios o lesiones personales causados por otros reclusos, algunos con 
armas corto punzantes, otros con objetos contundentes; así mismo, en algunos 
procedimientos de registro y control, en aras a mantener el orden y la disciplina que 
                                                     
7  PATIÑO DOMINGUEZ, HECTOR EDUARDO. “El trípode o el bípode: la estructura de la 
responsabilidad en La Responsabilidad Extracontractual del Estado” (JUAN CARLOS HENAO y 
ANDRES FERNANDO OSPINA GARZON, eds.), Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2016, 
p. 171.  
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debe imperar al interior de los establecimientos penitenciarios, se ocasionan perjuicios 
a algunos reclusos por parte del personal del Cuerpo de Custodia y vigilancia al emplear 
medios coercitivos: requisas intrusivas o tratos crueles que lesionan derechos 
personalísimos como la dignidad humana, el buen nombre, otros por omisión en la 
prestación oportuna del servicio médico; inadecuada atención psicológica, 
incumplimiento en el deber de custodia y vigilancia.     
 
En lo que respecta al fundamento del deber de reparar, la máxima Corporación de la 
Jurisdicción de lo contencioso administrativo, ha modificado su criterio, en la década 
de los 90, a los daños ocasionados a los reclusos, aplicaba el régimen jurídico de la 
falla del servicio, entendida como el incumplimiento del contenido obligacional a cargo 
de la Dirección General del Prisiones, hoy día Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario INPEC.  
 
En los últimos años, la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha venido aplicando tanto 
el régimen de responsabilidad objetivo bajo el título de imputación de daño especial8, 
como el de falla de servicio para este tipo de daños.9  
 
En conclusión, se debe destacar que, dentro de los objetivos de esta investigación, no 
está el determinar si fue justa o injusta la privación de la libertad y la responsabilidad 
del Estado ante ello, sino que se enfatiza es en las condiciones en que se encuentran los 
reclusos en Colombia, que afectan directamente sus derechos fundamentales, y su 
respectiva responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado, por ser el garante 
de la relación subordinada con los internos. 
 
  
                                                     
8 Consejo de Estado, Sección Tercera 9 de junio de 2010, exp 19849; por la subsección B 20 de 
noviembre de 2013, exp 29774 y por la subsección C, 24 de julio de 2013, exp 26250.   
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, en sentencia del 18 de mayo de 2017, en 
el expediente N° 68001-23-31-000-2003 -00450 -01 (37497) C.P Jaime Orlando Santofimio Gamboa 
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CAPITULO I. ¿CUÁL ES EL CONTENIDO OBLIGACIONAL DE LA 
DIGNIDAD HUMANA DE LOS RECLUSOS Y SU DESARROLLO 
JURISPRUDENCIAL POR LA CORTE CONSTITUCIONAL? 
 
 
En este capítulo, se describen los derechos que tienen los reclusos, los cuales se 
encuentran agrupados en derechos que permanecen incólumes, derechos suspendidos 
y derechos restringidos, así como también el desarrollo jurisprudencial de la Corte 
Constitucional con la declaratoria de Estado de Cosas Inconstitucional desde las 
sentencias T-153 de 1998, T-388 de 2013, los autos 121 y 613 de 2018 hasta el auto 
110 de 2019 y se muestran las estadísticas del Ministerio Público sobre el hacinamiento 
carcelario en el país. 
 
Aunado a lo consagrado en nuestra Carta Política y el Código Penitenciario y 
Carcelario, la resolución N° 006349 de diciembre 19 de 2016 (Reglamento General de 
los Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional – ERON), regula igualmente 
como Principio rector del Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario, el respeto por 
la Dignidad Humana, los Derechos de los cuales son titulares las personas privadas de 
la libertad y la obligación del Estado de garantizar el goce de los mismos. 
    
1.1 ¿CUÁL ES EL FUNDAMENTO JURÍDICO QUE CONFIGURA EL 
CONTENIDO OBLIGACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE LA 
DIGNIDAD HUMANA DEL PERSONAL PRIVADO DE LA LIBERTAD?  
 
La Legislación colombiana en materia carcelaria se concreta principalmente en la ley 
65 de 1993, la cual pregona por un trato digno a las personas privadas de la libertad, 
reconociendo múltiples derechos como la salud, a no estar en condiciones de 
hacinamiento, derechos sexuales, entre otro que no pueden ser sustraídos, pero si 
limitados, según pronunciamientos de la Honorable Corte Constitucional, por ir en 
contra de la vida digna de la persona, por esto los establecimientos penitenciarios y 
2 
carcelarios no pueden excusarse en la falta de recursos, capacidad o garantías, para 
negar el ejercicio de estos derechos. 
 
Entre los derechos que no se pueden restringir están: la dignidad humana, el derecho 
de petición, la integridad física y personal, el habeas data, la libertad de conciencia, la 
libertad de cultos, a la salud, a la vida y a no ser sometidos a tratos inhumanos, 
degradantes o torturas. 
 
Los derechos que se pueden restringir son: la autodeterminación personal, intimidad 
familiar y personal, comunicación, educación, libre desarrollo de la personalidad, 
trabajo, reunión, y visitas conyugales. 
 
Los derechos que se suspenden son: la libertad física, libre locomoción, políticos como 
el voto, ejercicio de cargos públicos y a interponer el mecanismo de la acción de 
inconstitucionalidad.  
 
Luego se expide la ley 415 de 1997, por la cual se consagran normas de alternatividad 
en la legislación penal y penitenciaria y se dictan otras disposiciones tendientes a 
descongestionar los establecimientos carcelarios del país, aunque tiene pocas 
disposiciones normativas introduce importantes modificaciones. 
 
Con la ley 750 de 2002, se expiden normas sobre el apoyo de manera especial a las 
madres cabeza de familia, en materia de prisión domiciliaria y trabajo comunitario, 
estableciendo beneficios y sustituciones de la pena privativa de la libertad previo 
cumplimiento de los requisitos prescritos en la ley, protegiendo la unidad familiar, la 
seguridad y el interés prevalente del menor.  
 
Finalmente en materia carcelaria se expide la ley 1709 de 2014, por medio de la cual 
se reforman algunos artículos de la Ley 65 de 1993, Ley 599 de 2000, y Ley 55 de 
1985, la nueva norma introduce cambios en la principia listica del tratamiento 
3 
carcelario, como la legalidad, el enfoque diferencial, respeto a la dignidad humana, 
intervención mínima, principios que buscan ajustarse al mandato constitucional de 
protección a los derechos fundamentales, e impone al Gobierno Nacional la obligación 
de ejercer acciones positivas a favor de la población carcelaria. 
 
Previo a realizar mención de los demás derechos reconocidos a los reclusos por la Corte 
Constitucional en su jurisprudencia y por constituir la dignidad humana un principio 
que permea todo el ordenamiento constitucional colombiano y que conlleva a que se 
garanticen unas condiciones mínimas de vida y subsistencia (Corte Constitucional, T-
861 de 2013), se hace necesario plasmar los planteamientos que ha hecho el mismo 
cuerpo colegiado sobre el contenido de la dignidad humana, así:  
 
[…] (i) La dignidad humana entendida como autonomía o como posibilidad de 
diseñar un plan vital y de determinarse según sus características (vivir como 
quiera). (ii) La dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales 
concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como 
intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral 
(vivir sin humillaciones). De otro lado al tener como punto de vista la 
funcionalidad, del enunciado normativo “dignidad humana”, la Sala ha 
identificado tres lineamientos: (i) la dignidad humana entendida como principio 
fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del Estado, y en este sentido la 
dignidad como valor. (ii) La dignidad humana entendida como principio 
constitucional. Y (iii) la dignidad humana entendida como derecho fundamental 
autónomo (Corte Constitucional. T-881 de 2002). 
 
Asimismo, doctrinantes como Carvajal Sánchez, analizan la dignidad humana como 
principio y su reconocimiento con los detenidos, así: “Analizando las diferentes 
decisiones de la Corte Constitucional, se puede percibir una doble función de la 
dignidad como principio “fuente” de interpretación de los derechos fundamentales. De 
una parte, el principio ayuda al juez a encontrar y a definir lo que la Corte denomina el 
núcleo esencial de los derechos fundamentales (S I). De otra parte, el principio de 
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dignidad permite al juez hacer operar una conciliación entre derechos fundamentales 
(S 2).10”      
 
“La persona del detenido ha visto igualmente cómo se le reconoce la titularidad de una 
dignidad de contenido particular o especial… Así, por ejemplo, la dignidad del 
detenido implica, de acuerdo con la jurisprudencia colombiana, el derecho a vivir en 
condiciones materiales decentes y en establecimientos penitenciarios que garanticen un 
mínimo de espacio vital. Igualmente se ha llegado a prohibir, en nombre de la dignidad 
de los detenidos, la obligación de estar permanentemente esposado y, también, se ha 
ordenado suspender la práctica de requisas de prisioneros para la cual se les exigía estar 
completamente desnudos.11”     
 
Los derechos del personal privado de la libertad, no solamente son los consagrados en 
la Carta Política, sino que también deben tenerse en cuenta los consagrados en los 
diferentes instrumentos internacionales, que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad por versar sobre derechos humanos, y que establecen que los 
reclusos tienen derecho a ser tratados en forma digna tales como: 
 
 La Convención Americana sobre Derechos Humanos12;  
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos13.  
 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos14 
                                                     
10  CARVAJAL SANCHEZ, Bernardo, El principio de dignidad de la persona humana en la 
jurisprudencia constitucional colombiana y francesa. Bogotá, Departamento de Publicaciones de la 
Universidad Externado de Colombia, 2005.p. 66 
11 Ibidem.p.124-125 
12 Estados Americanos, San José de Costa Rica, 22 de noviembre de 1969, COLOMBIA. CONGRESO 
DE LA REPÚBLICA, Ley 16 (30 de diciembre de 1972) Por medio de la cual se aprueba la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Diario Oficial. Bogotá D.C., 1973, N° 33780. p.1-22 
13  Asamblea General, Resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 1966; COLOMBIA. 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA, Ley 74 (26 de diciembre de 1968) Por la cual se aprueban los 
"Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de Derechos Civiles y 
Políticos”. Diario Oficial. Bogotá D.C., 1968, N° 32682. P.3 
14 Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente, 
Ginebra, 1955, aprobado por Consejo Económico y Social, Resoluciones 663C (xxiv) del 31 de julio de 
1957 y 2076 (LXII) del 13 de mayo de 1977.    
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 Principios básicos para el tratamiento de los reclusos15 
 Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a 
cualquier forma de detención o prisión16 
 
Asimismo, en diferentes pronunciamientos jurisprudenciales la Corte Constitucional, 
se ha referido a algunos derechos en específico de los cuales son titulares las personas 
privadas de la libertad: 
 
 Los internos tienen derechos fundamentales que no pueden ser limitados ni 
suspendidos por las autoridades administrativas, como el derecho a la vida y a la 
integridad personal, el derecho a la salud, al debido proceso, etc. (Corte 
Constitucional. T-714 de 1996).  
 […] otro grupo de derechos, tales como la vida e integridad personal, la dignidad, 
la igualdad, la libertad religiosa, el derecho al reconocimiento de la personalidad 
jurídica, a la salud y al debido proceso, y el derecho de petición, mantienen su 
incolumidad a pesar del encierro a que es sometido su titular. (Corte 
Constitucional. T-153 de 1998).  
 La vida afectiva con el cónyuge o compañera permanente, dentro de la que se 
encuentran, lógicamente, las relaciones sexuales, es uno de los aspectos principales 
de ese ámbito o círculo de la intimidad.” (Corte Constitucional. T-424 de 1992).  
 
En conclusión, los derechos fundamentales de los reclusos pueden clasificarse en tres 
grupos (T-511/09, T-896A/2006, Auto 184/2014): 
 
(i) los derechos intocables, aquellos que son inherentes a la naturaleza humana y no 
pueden suspenderse ni limitarse por el hecho de que su titular se encuentre recluido. 
En este grupo se encuentran los derechos a la vida, la dignidad humana, la integridad 
personal, la igualdad, libertad religiosa, debido proceso y petición. 
                                                     
15 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 45/111 del 14 de diciembre de 1990 
16 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 43/173 del 9 de diciembre de 1988 
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En cuanto al contenido y marco de protección de estos derechos, las Resoluciones 
XXIV del 31 de julio de 1957 y LXII del 13 de mayo de 1977 del Consejo Económico 
y Social del Congreso de las Naciones Unidas aprobaron las Reglas Mínimas para el 
Tratamiento de Reclusos, las cuales buscan sensibilizar e imponer a los Estados el 
deber de proteger la vida en condiciones dignas de los internos en los distintos centros 
de reclusión.17 
 
 (ii) los derechos suspendidos, son consecuencia lógica y directa de la pena impuesta, 
tales como: la libertad personal, la libre locomoción, y los derechos políticos para las 
personas que han sido condenados, como el derecho al voto, el ejercicio de cargos 
públicos y el derecho a ejercer la acción de inconstitucionalidad.18 
 
(iii) los derechos restringidos o limitados, son el resultado de la relación de sujeción 
del interno para con el Estado, dentro de éstos encontramos los derechos al trabajo, a 
la educación, a la intimidad personal y familiar, de reunión, de asociación, libre 
desarrollo de la personalidad, libertad de expresión.19 
 
También constituyen derechos de los reclusos, la integridad personal, debida 
separación entre condenados y procesados, derecho al agua potable y al agua con fines 
de aseo personal, alimentación de buena calidad, derecho a que se les brinde la atención 
médica necesaria, educación, trabajo y recreación, derecho a recibir visitas, a contar 
con luz natural o artificial, ventilación y adecuadas condiciones de higiene (Corte 
Constitucional. T-861 de 2013).  
 
  
                                                     
17  Corte Constitucional. Sentencia T- 896A de 2006.  Recuperado de http://www.corteconstitucion 
al.gov.co/relatoria/2006/t-896a-06.htm   
18  Corte Constitucional. Sentencia T-511 de 2009. Recuperado de http://www.corteconstitucional 
.gov.co/relatoria/2009/t-511-09.htm 
19 Corte Constitucional. Auto 184 del 12 de junio de 2014.   
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1.2 ¿CUÁL HA SIDO EL DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL EN RELACIÓN CON EL DERECHO A LA 
DIGNIDAD HUMANA DE LOS RECLUSOS Y LA CONSECUENTE 
DECLARATORIA DEL ESTADO DE COSAS INCONSTITUCIONAL? 
 
El derecho fundamental al agua tal como fue categorizado por la guardiana de la 
Constitución, es vulnerado permanentemente al interior de los diferentes 
establecimientos penitenciarios, al racionalizar el servicio pese al porcentaje de 
hacinamiento que se presenta; esta situación de prestar el servicio por algunas horas 
del día y otras en la noche ha permitido el incremento de patologías en los 
establecimientos penitenciarios, desconociendo igualmente lo indicado por el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, órgano que sostuvo: “existen tres tipos 
de obligaciones: “respetar”, “proteger” y cumplir” […]. A su vez, este último deber 
relacionado con “hacer efectivo” el derecho se subdivide en tres: facilitar proporcionar 
y promover20”.   
 
En el mismo sentido, este derecho ha sido ampliamente explicado por el doctrinante 
Bernal Pulido21, quien ha sostenido que el Estado debe adoptar “medidas para prevenir, 
tratar y controlar las enfermedades asociadas al agua; y vele por el suministro adecuado 
de agua limpia potable y por la creación de condiciones sanitarias básicas como 
componente de la higiene ambiental e industrial”22; es claro, que todo ser humano 
necesita para vivir de este preciado líquido y en muchos establecimientos a la población 
privada de la libertad no se le garantiza la cantidad mínima de agua para uso personal 
                                                     
20  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Observación General 12, Observación 
General 12, Observación General No. 14, entre otras. 
21 BERNAL PULIDO, Carlos. El principio de proporcionalidad y los derechos fundamentales, 4ª ed., 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2014. 
22 BERNAL PULIDO, Carlos, Derechos, Cambio Constitucional y Teoría Jurídica, Escritos de Derecho 
Constitucional y Teoría del Derecho, Bogotá: Departamento de Publicaciones de la Universidad 
Externado de Colombia, 2018. 77 p. 
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“50 litros por persona al día23, conforme lo señalado por la Organización Mundial de 
la Salud. 
 
Seguidamente, se van a mostrar algunos casos recientes y representativos de tutelas por 
violaciones a estos derechos fundamentales anteriormente mencionados: 
 
 Del ejercicio de la libertad religiosa de las personas privadas de la libertad 
(sentencias T-077 de 2015, C-728 de 2009, T-180 de 2017).  
 Derecho a la dignidad humana de los internos, suministro de agua potable, higiene, 
aseo y servicios básicos como energía eléctrica, acueducto y alcantarillado 
(Sentencia T-197/2017). Se  declara que “las condiciones en que subsisten las 
personas privadas de la libertad en los Establecimientos Penitenciarios y 
Carcelarios de Mediana Seguridad de La Unión, Túquerres, Ipiales, Tumaco y 
Pasto son contrarias a la dignidad humana, al mínimo vital, a la salud, a la 
integridad personal, a la intimidad y a la resocialización de las personas privadas 
de la libertad.”24 y se emiten órdenes para el INPEC, USPEC y Directores de 
Centros de Reclusión para que: 
 Pongan a disposición de los internos una cantidad razonable de duchas y 
baterías sanitarias, en óptimo estado de funcionamiento. 
 Pongan a disposición de cada uno de los internos, un kit de aseo, una 
colchoneta, almohada, sábana(s) y cobija(s) en caso de ser necesarias, para su 
descanso nocturno. Cada persona que ingrese a dichos centros de reclusión 
deberá contar con la misma garantía 
 Adecuen todas las áreas de sanidad de los establecimientos penitenciarios y 
carcelarios objeto de esta acción a las condiciones mínimas de prestación del 
                                                     
23 Organización Mundial para la Salud (OMS). Informe sobre la cantidad de agua domiciliaria, el nivel 
del servicio y la salud y ONU/WWAP (Naciones Unidas/Programa Mundial de Evaluación de los 
Recursos Hídricos en el Mundo: Agua para todos, agua para la vida, París, Nueva York y Oxford, Unesco 
(Organización de las Naciones Unidas para la Educación, La Ciencia y la Cultura) y Berghahn Books, 
2003.  
24  Corte Constitucional. Sentencia T-197 de 2017. Recuperado de http://www.cortecons 
titucional.gov.co/relatoria/2017/T-197-17.htm  
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servicio de salud señaladas en los fundamentos 92 y 156 de la Sentencia T-762 
de 2015. 
 Se proceda a un abastecimiento diario razonable de agua potable equivalente a 
quince (15) litros por persona, con excepción de Tumaco que, por razones del 
clima, se fijará en veinticinco (25) litros por persona, salvo que, por motivos 
justificados, deba suministrarse un volumen distinto. También se les deberá 
facilitar a los presos, en caso de ser necesario, los utensilios para que puedan 
almacenar el líquido en sus celdas especialmente durante la noche en cantidades 
no inferiores a cinco (5) litros para el consumo, para vaciar los baños y realizar 
tareas de limpieza. 
 Vulneración del derecho a la dignidad humana por hacinamiento carcelario y falta 
de salubridad al interior de los establecimientos carcelarios: (sentencia T-232 de 
2017). Se ordena el diseño de un plan de mejoramiento integral que deberá 
concentrarse en el problema de (i) procurar que los reclusos en el penal, cuenten 
con un espacio individual y general adecuado para que la permanencia en el 
establecimiento sea más tolerable, sin perjuicio de observar los parámetros que 
llegue a fijar el comité interdisciplinario para la estructuración de las normas 
técnicas sobre la privación de la libertad. Asimismo, deberá enfocarse en (ii) el 
suministro continuo y suficiente del agua, para lo cual deberá evaluar otras 
alternativas, toda vez que con la reparación de los pozos no se alcanza a satisfacer 
los mínimos de agua en los términos de la jurisprudencia constitucional - mínimo 
de 15 litros de agua diarios.25 
 
Por consiguiente, para responder el interrogante, respecto del contenido obligacional 
para la protección de la Dignidad Humana del personal privado de la libertad26, se hizo 
                                                     
25  Corte Constitucional. Sentencia T-232 de 2017. Recuperado de http://www.corteconstitucion 
al.gov.co/relatoria/2017/T-232-17.htm 
26 La Corte Constitucional ha señalado el derecho fundamental de la Dignidad Humana como un derecho 
fundamental, autónomo y subjetivo, al contener los elementos de todo derecho, pues encontramos un 
sujeto activo determinado, un objeto de protección delimitado y un mecanismo judicial para su 
protección, por lo tanto la dignidad humana debe ser entendida como un principio constitucional y un 
derecho fundamental autónomo”26. 
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necesario traer a colación algunos fallos de la Corte como los reseñados anteriormente, 
que dan cuenta de reiteradas declaraciones de violaciones a los derechos humanos de 
los reclusos de los centros penitenciarios colombianos. Aunado a los constantes 
noticias e informes sobre los tratos inhumanos y degradantes a los que son sometidos 
los internos, las condiciones de insalubridad, higiene, el hacinamiento, entre otros, se 
puede responder que no se respeta la dignidad humana de éstas personas, sin importar 
si se trata de imputado (etapa previa al juzgamiento), procesado, o sentenciado, lo que 
es visible, es que hay violaciones de sus derechos. A este fenómeno jurídico- social o 
problemática se le ha denominado la crisis del sistema penitenciario y carcelario en 
Colombia. Pero no se trata de una crisis reciente o de los últimos años, sino de un 
complejo estado de cosas inconstitucional que fue declarado por la Corte 
Constitucional desde la sentencia T - 153 de 1998.  
 
Más adelante se muestran cifras específicas por ejemplo de los índices actuales de 
hacinamiento en las cárceles del país, y todo el devenir jurisprudencial de la 
declaratoria referida y su proceso hasta llegar al 2019. 
 
Ante la problemática que se ha presentado de vulneración masiva y sistemática de los  
derechos fundamentales de la población carcelaria, la Corte Constitucional ha optado 
por la declaratoria de estado de cosas inconstitucional, que es “ un mecanismo o técnica 
jurídica creada por la Corte Constitucional, mediante la cual declara que ciertos hechos 
resultan abiertamente contrarios a la Constitución, por vulnerar de manera masiva 
derechos y principios consagrados en la misma, en consecuencia insta a las autoridades 
competentes, para que en el marco de sus funciones y dentro de un término razonable, 
adopten las medidas necesarias para corregir o superar tal estado de cosas”.27 
                                                     
El derecho a la dignidad humana, exige por parte del Estado, que adopte políticas que garanticen a los 
internos, unas condiciones mínimas de subsistencia digna, ya que ellos no pueden procurarse esas 
condiciones por sus propios medios. No basta con el mecanismo de la acción de tutela para proteger o 
exigir el cumplimiento de estos derechos, pues es notoria la reiterada vulneración de los mismos. 
27  QUINTERO LYONS, Josefina, y otros. La figura del estado de cosas inconstitucionales como 
mecanismo de protección  de los derechos  fundamentales de la población vulnerable en Colombia, 2011. 
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En el caso de las personas privadas de la libertad en centros de reclusión, la Corte 
Constitucional al realizar inspección en las cárceles Modelo y Bellavista constató las 
condiciones infrahumanas y de hacinamiento en que vivían los reclusos: “las 
inspecciones le permitieron a la comisión judicial llegar a la conclusión de que las 
condiciones de reclusión en las dos cárceles citadas son absolutamente infrahumanas, 
indignas de una persona humana, cualquiera sea su condición personal. Las 
condiciones de albergue de los internos son motivo de vergüenza para un Estado que 
proclama su respeto por los derechos de las personas y su compromiso con los 
marginados”. (Sentencia T-153 de 1998). Sumado a lo anterior la Corte también 
encuentra un estado de cosas inconstitucional en materia de salud, asistencia médica y 
suministro de medicamentos en la población reclusa. (Sentencia T–606 de 1998). 
 
En efecto, en el año 1998, con la Sentencia T-153 de la Corte Constitucional, se declaró 
por primera vez el Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) ante la crisis penitenciaria 
que ya para entonces estaba ligada a los elevados índices de hacinamiento. La creación 
de cupos carcelarios se presentó como la opción para asegurar condiciones dignas de 
habitabilidad carcelaria para la población privada de la libertad28. Los esfuerzos de 
superación del ECI se concentraron en la construcción de nuevos cupos y 
establecimientos penitenciarios.  
 
Tiempo después, la Corte constató el acatamiento de las medidas previstas para superar 
la situación por parte del Gobierno Nacional, de modo que en 2013 declaró superado 
el ECI mediante la Sentencia T-388 de 2013. Sin embargo, y ante la persistencia de la 
violación masiva y generalizada de los derechos de las personas privadas de la libertad, 
la Sala Primera de Revisión, a través de esa misma providencia, declaró un nuevo ECI 
en materia penitenciaria y carcelaria, que fue reiterado por la Sala Quinta de Revisión 
en la Sentencia T-762 de 2015, bajo la premisa de que la política criminal colombiana 
                                                     
Recuperado de file:///D:/Usuario/Downloads/Dialnet-LaFiguraDelEstadoDeCosasInconstitucionalesCo 
moMeca-4767667.pdf 
28  Sentencia T-153 de 1998, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, Fundamento jurídico 56. 
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ha sido reactiva, populista, poco reflexiva, volátil, incoherente y subordinada a la 
política de seguridad. Allí, se delegó el seguimiento del ECI a un Grupo Líder, 
conformado por la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y el 
Ministerio de la Presidencia de la República (hoy Departamento Administrativo de la 
Presidencia –DAPRE–).  
 
En sesión del 14 de junio de 2017 la Sala Plena designó una Sala Especial para asumir 
el conocimiento del asunto y unificar los seguimientos diseñados en ambas decisiones. 
El 10 de agosto de 2017, la Sala Especial emitió un Auto en el que solicitó información 
sobre el proceso de seguimiento ligado a cada una de las sentencias que declararon y 
reiteraron el ECI.  
 
Una vez conformada la Sala Especial, se profirió el Auto 121 de 2018, que reorientó la 
estrategia de seguimiento al ECI a partir de los roles de las entidades en el seguimiento, 
y los mínimos constitucionalmente asegurables (infraestructura, resocialización, 
alimentación, salud, servicios públicos domiciliarios y acceso a la administración 
pública y de justicia). En el curso del mencionado seguimiento, se recibió el último 
informe, elaborado por el Gobierno Nacional, el cual fue publicado en la página 
www.politicacriminal.gov.co y recibido, a través de la Secretaría General de la Corte 
Constitucional el 8 de junio de 2018. Tal informe está compuesto por cuatro capítulos: 
1) Criminalización Primaria y Secundaria; 2) Criminalización Terciaria; 3) Sistema de 
Información de Política Criminal y 4) El anexo con las normas técnicas de la vida en 
reclusión. 
 
En consideración a los vacíos del reporte semestral recibido, el 25 de junio de 2018 la 
Sala Especial requirió al Ministerio de Justicia y del Derecho con el propósito de que 
diera cumplimiento a lo ordenado en Auto 121 de 2018,  
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Mediante auto 613 del 17 de agosto de 201829, la Sala Especial convoco una audiencia 
pública sobre el ECI en materia penitenciaria y carcelaria, la cual se realizó, el 25 de 
octubre de 2018. 
 
Lo más reciente, fue el auto 110 del 11 de marzo de 2019, en el cual la Corte 
Constitucional ordena al Gobierno Nacional adoptar un plan de contingencia  para 
atender crisis carcelaria  del país.30 
 
1.3 ¿QUÉ ESTADÍSTICAS E INFORMES SE HAN PRESENTADO POR EL 
MINISTERIO PÚBLICO, EN RELACIÓN CON LOS DAÑOS 
PADECIDOS POR LOS RECLUSOS EN EL ÚLTIMO AÑO? 
 
Según datos suministrados por la Defensoría del Pueblo a la Corte Constitucional en 
octubre de 2018, respecto de la crisis penitenciaria, hay cárceles en Colombia con un 
porcentaje de hacinamiento superior al 300%. Al respecto, informo el defensor 
delegado para la Política Criminal y Asuntos penitenciarios: 
 
“en las cárceles colombianas hay una sobrepoblación de 39.639 personas y más 
de 1.300 reclusos se han intoxicado por comer alimentos podridos, sin que se 
presente ninguna solución. Hay cárceles con el 200% de hacinamiento, incluso 
algunas con más del 300%. Las cárceles tienen capacidad para 80.236 personas y 
tienen una población de 122.117 personas, es decir hay una sobrepoblación de 
41.881 personas. Resaltó  que el hacinamiento, los problemas de salud, la falta de 
proyectos de rehabilitación, las fallas en la infraestructura, la corrupción y que no 
exista una política criminal integral coherente es lo que tiene a las cárceles del 
país en una profunda crisis.” 
 
Al respecto de la salud en las cárceles, resalta la entidad que no se cuenta con equipos 
biomédicos, no hay personal médico y las citas se pierden constantemente. En cuanto 
                                                     
29  Corte Constitucional. Auto 613 de 2018. Recuperado de http://www.corteconstitucional. 
gov.co/relatoria/autos/2018/a613-18.htm 
30  Corte Constitucional. Auto 110 de 2019. Recuperado de http://www.corteconstitucion 
al.gov.co/relatoria/autos/2019/a110-19.htm 
14 
a los programas de resocialización no existen, ya que no están contemplados como 
política pública en Colombia.31 
 
1.4 ¿QUÉ ESTADÍSTICAS SOBRE HACINAMIENTO MANEJA EL INPEC?32 
 
En los últimos cinco años el hacinamiento general del sistema penitenciario se ha 
mantenido por encima del 47%. Los datos más recientes del INPEC, actualizados en 
julio de 2019, muestran una población intramural de 123.240 personas, con una 
capacidad institucional de 80.125 cupos, lo que representa una sobrepoblación de 4 
(INPEC, 2019). Sin embargo, en retrospectiva, con posterioridad a que entrara en vigor 
la Sentencia T-388 de 2013 sí hubo un cambio en la tendencia de hacinamiento que el 
país venía reflejando. 
 
Colombia, desde el año 1993, año en el cual registró un índice de hacinamiento del 
3,5% en los establecimientos carcelarios, conservó una tasa de crecimiento en 
hacinamiento carcelario (Mantilla Medina, 2017). Para el 2013, dicha tasa alcanzó su 
máximo histórico, con un 57.8% de hacinamiento, contando con 120,905 internos 
(Mantilla Medina, 2017). Con la implementación de la Ley 1709 de 2014 disminuyó el 
indicador de hacinamiento con respecto al año inmediatamente anterior: se registró 
para aquel año una tasa de hacinamiento de 45.9%, con 113,623 sujetos en prisión 
intramural en Colombia (Mantilla Medina, 2017). En el 2015 volvió a ascender, hasta 
54.9%, pero en 2016 y 2017 descendió gradualmente, registrando indicadores de 51.2% 
y de 47.27%, registrando una última cifra de 118.708 reclusos en el sistema (INPEC, 
2018).33 
                                                     
31  Artículo periodístico de nombre “Defensoria revela  que hay cárceles con más del 300% de 




33 Intervención ante la Corte Constitucional por parte del Grupo de Prisiones de la Universidad de los 




Se puede concluir, que, pese a los distintos esfuerzos del Estado Colombiano en 
adecuación de presupuesto para generación de cupos y mejoramiento de infraestructura 
del sistema penitenciario, se considera que los índices de hacinamiento continúan altos, 
ya que ha faltado una articulación entre el Congreso con la expedición de leyes que han 
modificado algunos tipos penales y sus respectivas sanciones, con la de las entidades 





CAPÍTULO II.  LA CONFIGURACIÓN DE LOS ELEMENTOS DE LA 
RESPONSABILIDAD POR VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS 
RECLUSOS EN LA JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO 
 
 
En este capítulo segundo, se muestra ampliamente el desarrollo jurisprudencial del 
Consejo de Estado, en donde se evalúa la declaratoria de responsabilidad al INPEC por 
los daños ocasionados al personal privado de la libertad en Colombia, explicando los 
diferentes regímenes de responsabilidad (objetivo, subjetivo), para luego adentrarnos 
en el estudio del daño, la imputación, las causales eximentes parciales o totales y 
finalmente algunos aspectos procesales importantes como la legitimación y los 
perjuicios. 
 
2.1 ¿CUÁL HA SIDO LA EVOLUCIÓN JURISPRUDENCIAL DEL CONSEJO 
DE ESTADO PARA LA DECLARATORIA DE RESPONSABILIDAD DEL 
INPEC POR VIOLACIÓN A LA DIGNIDAD HUMANA DE LOS 
RECLUSOS?    
 
La jurisprudencia contenciosa administrativa, en Colombia, ha presentado una 
evolución notable frente al régimen de responsabilidad aplicable en los casos en los 
que se pretende imputar daños al Estado, con ocasión de la muerte o de las lesiones 
sufridas por quienes se encuentran privados de la libertad en establecimientos 
carcelarios. 
 
Una sentencia hito que habla de esta evolución jurisprudencial, es la de Sección Tercera 
del Consejo de Estado34. Allí se menciona qué, en un primer periodo, se habló de la 
obligación legal de resultado como ocurrió con la sentencia de diciembre 6 de 
                                                     
34 Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, Sentencia radicado 25000-23-26-000-
1997-05080-01(21511) de fecha 3 de mayo de 2007. Consejero Ponente RAMIRO SAAVEDRA 
BECERRA. 
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198835.Posteriormente, se refirieron a la falla del servicio probada, argumentando el 
incumplimiento de deberes legales específicos, como el de no ejercer control y 
vigilancia en los establecimientos carcelarios (Decreto 1817 de 1964, Ley 32 de 1986 
y Ley 65 de 1993), lo que posibilitaría la tenencia de armas por parte de los internos 
con las consecuentes agresiones entre ellos. 36Seguidamente se habló de falla del 
servicio presunta, sosteniendo que la falla se presumía con la sola demostración de que 
la víctima no había sido reintegrada a la sociedad en las mismas condiciones en las que 
había ingresado al lugar de detención, tal como en la sentencia de febrero 1 de 1996, 
Exp. 10939.  
 
En un cuarto periodo de evolución, se habló, sobre la presunción de responsabilidad, 
según la cual, se le imputaba responsabilidad al Estado por los daños padecidos a causa 
de la muerte o lesiones de quienes se encuentran recluidos en establecimientos 
carcelarios, siempre que el Estado incumpliera los deberes de vigilancia y custodia que 
el ordenamiento jurídico le imponía.37 
 
Se resume la evolución jurisprudencial hasta el 2007, en el siguiente cuadro: 
 
  
                                                     
35 Consejo de Estado, sentencia de diciembre 6 de 1988, expediente 5187, C.P Carlos Betancur Jaramillo. 
36 Cfr., sentencias de julio 21 de 1995, Exp. 10147; marzo 25 de 1993, Exp. 8000; noviembre 4 de 1993, 
Exp. 8335; noviembre 11 de 1993, Exp. 8684, junio 2 de 1994, Exp. 8784, julio 8 de 1994, Exp. 9244; 
septiembre 5 de 1994, Exp.9520, marzo 10 de 1995, Exp. 9990, marzo 30 de 1995, Exp. 10306, abril 21 
de 1995, Exp. 10547, marzo 25 de 1993, Exp. 8000; de junio 13 de 1993, Exp. 8337; de noviembre 11 
de 1993, marzo 10 de 1995, Exp. 9990. 
37Cfr. con sentencia de agosto 22 de 1996; sentencias de: noviembre 4 de 1993, Exp. 8335, julio 25 de 
1994, Exp. 8483, marzo 6 de 1996, Exp. 10795, sentencias de junio 17 y 24 de 1998, Exps. 10650 y 
10530, marzo 23 de 2000, Exp. 12814 y, noviembre 11 de 2002, Exp. 13814, febrero 12 de 2004, Exp. 
14955; mayo 20 de 2004, Exp. 22662 y; junio 24 de 2004, Exp. 14950, marzo 1 de 2006, Exp. 15365, 
expedientes 15660, 27605 y 14670, todas de fecha noviembre 27 de 2006. 
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Cuadro 1. Evolución jurisprudencial hasta el 2007 sobre  régimen de 
responsabilidad aplicable en los casos en los que se pretende imputar daños al 
Estado, con ocasión de la muerte o de las lesiones sufridas por reclusos. 
Obligación de 
resultado 
Falla del servicio 
probada 




 06/12/1988 Exp. 
5187 




 4/11/1993 Exp. 
8335  
 11/11/1993 Exp. 
8684, 
  2/06/1994 Exp. 
8784  




 21/07/1995 Exp. 
10147  
 10/03/1995 Exp. 
9990  




 10/03/1995 Exp. 
9990 
 1/02/1996 Exp. 
10939 
 22/08/1996 
 4/11/1993 Exp. 
8335 




 17/06/1998 Exp. 
10650 
 24/06/1998  Exp. 
10530 
 23/03/2000 Exp. 
12814  
  11/11/2002 Exp. 
13814 
  12/02/2004 Exp. 
14955 
 20/05/2004 Exp. 
22662  
 24/06/2004 Exp. 
14950 
 1/03/2006 Exp. 
15365 
  27/11/2006  Exp. 
15660 
 27/11/2006  
Exp.27605  
 27/11/2006  Exp. 
14670  
 
En una nueva etapa, la jurisprudencia contenciosa administrativa se movió entre 
imputar responsabilidad objetiva al Estado por el solo hecho de verificar la ocurrencia 
de un daño a quien se encuentra recluido, sin necesidad de entrar a revisar los otros 
elementos que conforman la responsabilidad, es decir verificar si hubo negligencia o 
descuido e, imputar responsabilidad a través de la falla del servicio probada, derivada 
del incumplimiento flagrante de las obligaciones de cuidado y custodia que la 
normatividad sobre la materia impone a las autoridades encargadas del manejo de los 
establecimientos penitenciarios.   
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Cuadro 2.  Línea jurisprudencial del Consejo de Estado sobre aplicación del 
régimen de responsabilidad objetiva y subjetiva 
Responsabilidad Objetiva (daño especial) Responsabilidad subjetiva 
(Falla del servicio) 
 27/11/2002 Exp 13760 
 12/02/2004 Exp 14955 
 24/06/2014 Exp 14950 
 27/04/2006 Exp 20125 
 27/04/2006 Exp 20138 
 20/02/2008 Exp 16996 
 29/01/2009 Exp16975 
 09/06/2010 Exp 19849 
 25/08/2011 Exp 22063 
 05/07/2012 Exp 24395 
 24/07/2013 Exp 26686 
 20/05/2013 Exp 28867 
 27/06/2013 Exp 26696 
 03/05/2013 Exp 28490 
 09/05/2014 Exp 26570 
 26/02/2014 Exp 28125 
 19/11/2015 Exp 27308 
 26/02/2015 Exp 29252 
 14/10/2015 Exp 31169 
 26/06/2015 Exp 29153 
 30/08/2018 Exp 52867 
 04/03/2019 Exp. 48110 
 
 03/05/2007 Exp 21511 
 23/05/2008 Exp 16186 
 09/06/2010 Exp 19849 
 23/08/2010 Exp 20044 
 11/08/2010 Exp 18499 
 21/02/2011 Exp 19725 
 24/03/2011 Exp 22269 
 23/06/2011 Exp 20563 
 12/10/2011 Exp 21601 
 26/10/2011 Exp 20748 
 18/01/2012 Exp 21405 
 09/04/2012 Exp 22675 
 08/05/2012 Exp 23691 
 14/06/2012 Exp 23341 
 29/08/2012 Exp 25216 
 30/01/2013 Exp 26158 
 20/03/2013 Exp 25424 
 30/03/2013 Exp 23310 
 24/04/2013 Exp 26608 
 03/05/2013 Exp 28490 
 31/05/2013 Exp 28499 
 31/05/2013 Exp 26668 
 24/06/2013 Exp 26527 
 29/07/2013 Exp 30195 
 29/08/2013 Exp 28170 
 29/08/2013 Exp 29571 
 29/08/2013 Exp 27521 
 27/09/2013 Exp 31029 
 24/10/2013 Exp 26318 
 20/11/2013 Exp 27735 
 13/11/2013 Exp 30376 
 26/03/2014 Exp 27905 
 26/03/2014 Exp 28645 
 27/03/2014 Exp25577B 
 09/07/2014 Exp 36554 
 09/10/2014 Exp 34080 
 13/11/2014 Exp 33867 
 13/11/2014 Exp 34219 
 28/01/2015 Exp 30207 
 28/01/2015 Exp 30306 
 13/02/2015 Exp 30497 
 03/09/2015 Exp 37252 
 27/01/2016 Exp 37103 
 27/01/2016 Exp 38986 
 07/03/2016 Exp 47352 
 07/03/2016 Exp 46521 
 10/05/2016 Exp 53078 
 10/05/2016 Exp 48159 
20 
Responsabilidad Objetiva (daño especial) Responsabilidad subjetiva 
(Falla del servicio) 
 01/08/2016 Exp 38830 
 01/08/2016 Exp 40014 
 05/10/2016 Exp 40700 
 05/12/2016 Exp 30281 
 13/07/2017 Exp 44135 
 18/05/2017 Exp 37497 
 02/05/2018 Exp 40557 
 02/08/2018 Exp 46495 
 06/11/2018 Exp 49838 
 
2.1.1 Sentencias sobre régimen de responsabilidad objetiva. 
En el cuadro anterior se muestran más de veinte sentencias del Consejo de Estado, 
identificadas sobre régimen de responsabilidad objetiva entre el año 2002 y el 2019. 
No obstante, a continuación se expone en  detalle algunas de las sentencias más 
importantes bajo este título de imputación, entre ellas, la sentencia arquimédica (la más 
reciente), la sentencia hito y confirmadoras de línea jurisprudencial. 
 
Tomando como primera referencia una sentencia reciente de la máxima autoridad de 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo38, al decidir una demanda por el 
fallecimiento de un interno, producto de una herida ocasionada con arma 
cortopunzante, mientras cumplía sentencia condenatoria en el Establecimiento 
Penitenciario de Bucaramanga;  se expuso que en virtud de la relación especial de 
sujeción entre la administración y el recluso, surge la obligación de protección y 
seguridad y si el Estado no devuelve al ciudadano en las mismas condiciones que lo 
retuvo, debe reparar, bajo un régimen de responsabilidad objetivo por daño especial, 
salvo que se presente causa extraña. 
 
                                                     
38 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Subsección B, Sección Tercera, radicado 
68001-23-31-000-2010-00597-01(48110), del 04/03/2019. Consejero Ponente CARLOS ALBERTO 
CABRERA MORELOS. 
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Así mismo, en sentencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado39, proferida en 
2018, se evalúa la Responsabilidad del Estado por lesiones causadas al recluso 
(cumpliendo una condena por el delito de homicidio, le hirieron en el abdomen con 
arma corto punzante) por un tercero, en el establecimiento penitenciario de Neiva, 
que le generaron una incapacidad permanente. En el caso concreto, se concluyó que el 
daño causado al demandante le era imputable al INPEC, debido a que la víctima directa 
se encontraba recluido en la cárcel de Neiva y tenía por tanto una relación de especial 
sujeción.40  
 
Se resalta de estas sentencias, la imputación de la responsabilidad respecto de personas 
recluidas en centros carcelarios bajo la configuración de relaciones especiales de 
sujeción, al señalar  “el Estado debe garantizar la seguridad de los internos y asumir 
los riesgos que lleguen a presentarse en virtud de dicha circunstancia, razón por la cual 
la Sala que integra esta Sección del Consejo de Estado ha precisado que en estos casos, 
entre las personas detenidas y el Estado existen o se configuran “relaciones especiales 
de sujeción”. Posición que fue reiterada en la Corte Constitucional mediante sentencia 
T-687 del 8 de agosto de 2003 y sentencia T-1190 de 4 de diciembre de 2003. 
 
La Sala al ocuparse de explicar el fundamento de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración, cuando se trata de daños causados a personas detenidas, puntualizó 
que: 
 
En determinados eventos, sin embargo, el Estado asume una obligación específica 
de protección y seguridad, en virtud de la cual se hace responsable de los 
perjuicios que sufren las personas. Es el caso de los retenidos, quienes por 
encontrarse en una situación de particular sujeción frente al Estado en virtud de la 
cual ven limitados sus derechos y libertades y la autonomía para responder por su 
                                                     
39 Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo del Estado, Subsección A, Sección Tercera, 
Radicado 41001-23-31-000-2001-00573-01(52867), del 30/08/2018. Consejero Ponente MARÍA 
ADRIANA MARÍN. 
40 Sustenta su posición bajo la imputación de la responsabilidad objetiva, y relaciona las sentencias del 
27/11/2002 Exp 13760, 12/02/04 Exp 14955, 24/06/04 Exp 14950, 27/04/06 Exp 20125, 27/04/2006 
Exp 21138, 20/02/2008 Exp 16996, 29/01/09 Exp 16975, 20/05/2013 Exp 28867. 
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propia integridad, deben gozar del pleno amparo de las autoridades frente a los 
posibles daños y peligros que los amenacen. 
 
Las obligaciones que asumen las autoridades de la República frente a los retenidos 
son de dos clases: 1) de hacer, esto es, de prever y controlar los peligros que pueda 
sufrir una persona retenida desde el momento mismo en que se produce la 
privación material de la libertad, hasta el momento en que ella es devuelta a la 
sociedad y 2) de no hacer, referida a la abstención de cualquier conducta que 
pueda vulnerar o poner en peligro los derechos que no hayan sido limitados con 
la medida cautelar. 
 
En este orden de ideas, considera la Sala que las obligaciones de abstenerse de 
causar cualquier limitación a los derechos de las personas que no estén implicados 
dentro de la medida cautelar, así como las de prever y controlar cualquier acto que 
redunde en perjuicio de los retenidos son de resultado, pues la probabilidad de 
lograr la eficacia en el cumplimiento de la obligación es alta. 
 
Lo anterior significa que si el Estado no devuelve al ciudadano en las mismas 
condiciones en que lo retuvo, debe responder patrimonialmente por los perjuicios que 
este haya sufrido durante el tiempo de la retención, aunque haya puesto en 
funcionamiento todos los recursos de que dispone para proteger al retenido y evitarle 
la causación de cualquier daño41. 
 
Una situación similar a la anterior, pero en este caso (daño especial) las heridas al 
recluso fueron proporcionadas por personal del guardia, fue lo acaecido con la 
sentencia42  que decidió la acción de reparación directa por hechos ocurridos en la 
Penitenciaría Nacional de San Isidro, ubicada en Popayán, en la que el demandante 
quedó cuadripléjico debido a que fue herido de gravedad por disparos de arma de fuego 
del personal de guardia del centro carcelario, durante una negociación de las directivas 
con los reclusos. El Tribunal en primera instancia negó las pretensiones de la demanda, 
y en virtud de la apelación, entra la Sala del Consejo de Estado a analizar si el daño 
que se reclama es imputable al INPEC, frente a la cual, el actor, estaba bajo su absoluta 
                                                     
41 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 12 de 
febrero de 2004, expediente 14.955. Sentencia del 24 de junio de 2004, exp. 14.950. Sentencia del 24 
de junio de 1998, exp.: 14.406. Sentencia del 20 de febrero de 2008. exp. 16.996. 
42 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Radicado 19001-23-31-
000-1997-08006-01(19849), del 9 de Junio de 2010. Consejero Ponente Enrique Gil Botero. 
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seguridad y protección, dada la relación de especial sujeción entre el recluso y el 
Estado. Después de realizar un estudio dogmático sobre las relaciones especiales de 
sujeción, entra a revisar la del vínculo entre el Estado y las personas privadas de la 
libertad en cumplimiento de providencias de tipo penal. Finaliza la Sala, haciendo 
énfasis en la teoría del daño especial en los supuestos de afectación al derecho a la vida 
e integridad de los reclusos por agresiones dentro de las cárceles. Por ello, plantea la 
responsabilidad patrimonial del Estado debido al incumplimiento de un deber 
específico, como sería el caso de la protección a la vida y a la integridad personal de 
un recluso, por parte de una autoridad carcelaria, y la configuración de una falla del 
servicio que da lugar a la reparación de las víctimas de ese daño antijurídico. Declara 
al INPEC responsable patrimonialmente y condena por perjuicios morales, alteración 
a las condiciones de existencia, perjuicios por daño emergente consolidado y futuro. 
 
En el mismo sentido, la sentencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, 43 
resolvió la acción de reparación directa que se originó por las lesiones personales 
ocasionadas a un recluso mientras se encontraba recluido en la Cárcel Nacional de San 
Isidro de Popayán, por guardián. Allí también se aplica régimen de responsabilidad 
objetivo por daño especial, dada condición de especial sujeción e indefensión del 
recluso al ingresar a establecimiento penitenciario contra su voluntad. En relación con 
el deber de custodia y cuidado que tiene el Estado frente a persona privada de la 
libertad.44  
 
                                                     
43 la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, Subsección A, Sección Tercera, radicado 
19001-23-31-000-2001-00218-01(27308), del 19 de noviembre de 2015. Consejero Ponente MARTA 
NUBIA VELASQUEZ RICO 
44 Refiere sentencias de 20 de octubre de 1998, T-590-98, de la Corte Constitucional, MP. Alejandro 
Martínez Caballero; de 12 de abril de 1999, T-208-99, de la Corte Constitucional, MP. Vladimiro 
Naranjo Mesa; de 23 de abril de 1999, T-265-99, de la Corte Constitucional, MP. Eduardo Cifuentes 
Muñoz; de 4 de diciembre de 2003, T-1190-03, de la Corte Constitucional, MP. Eduardo Montealegre 
Lynett. En relación con la responsabilidad patrimonial del Estado por daños ocasionados a persona 
detenida o privada de la libertad, refiere sentencias de 27 de abril de 2006, Exp. 20125, MP. Alier 
Eduardo Hernández Enríquez y de 20 de febrero de 2008, Exp. 16996, MP. Enrique Gil Botero. 
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En este sentido, queda claro que la Sección Tercera del Consejo de Estado ha 
considerado, en reiterada jurisprudencia, que el régimen de responsabilidad aplicable a 
los daños causados a las personas privadas de la libertad, en sitios de reclusión oficiales, 
es objetivo, teniendo en cuenta las condiciones especiales en las cuales se encuentran 
y fundamentados siempre en el artículo 90 de la Constitución Política. Así pues, se 
destaca que, en estos casos, entre las personas privadas de la libertad o detenidas y el 
Estado existen “relaciones especiales de sujeción”. 
 
2.1.2 Sentencias sobre régimen de responsabilidad subjetivo. 
Respecto al régimen de responsabilidad subjetivo por falla del servicio, se encuentra 
nutrida jurisprudencia del Consejo de Estado, tal como se muestra en el cuadro No. 2, 
con más de cincuenta sentencias.  A continuación, se abordaran con un breve análisis, 
las sentencias más importantes que marcaron un hito jurisprudencial bajo éste régimen 
subjetivo. 
 
Tomando como primera referencia la sentencia de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, 201245, mediante la acción de reparación directa por el fallecimiento de Jhon 
Jairo Amaya Rojas ocurrida el 8 de mayo de 1997. La demandante arguye que el señor 
Amaya falleció debido a falta de atención médica requerida para su enfermedad de 
diabetes en el INPEC. En primera instancia el Tribunal de Cundinamarca falló a favor 
del Inpec, pero al apelarse, entra la Sala del Consejo de Estado a analizar la 
responsabilidad del Estado originada en daños sufridos por los reclusos, derivados de 
la prestación del servicio de salud por parte del establecimiento carcelario. Concluye 
que el régimen de responsabilidad aplicable es la de la falla del servicio y el INPEC 
resulta responsable patrimonialmente por “pérdida de oportunidad”, revocando el fallo 
de primera instancia y condenando al pago de perjuicios por pérdida de oportunidad y 
perjuicios morales. 
                                                     
45 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección tercera- subsección A, Radicado 
25000-23-26-000-1999-00479-01(22943) del 8 de febrero de 2012 Consejero Ponente HERNAN 
ANDRADE RINCON. 
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La sentencia 46  de la Sección Tercera del Consejo de Estado, mediante acción de 
reparación directa. Los demandantes endilgan responsabilidad al INPEC por la muerte 
de Julio Cesar Patiño, quien falleció a causa de herida de gravedad con arma corto 
punzante, cuando ningún guardia se encontraba cuidando a los detenidos en el patio 
séptimo de la cárcel del Barne. El Tribunal negó las pretensiones de la demanda y ante 
la apelación entra la Sala del Consejo de Estado a determinar el régimen de 
responsabilidad aplicable en los casos en los que se pretende imputar daños al Estado, 
con ocasión de la muerte o de las lesiones sufridas por quienes se encuentran privados 
de la libertad en establecimientos carcelarios. 
 
El Consejo de Estado en sentencia47 falló demanda en acción de reparación directa 
incoada por familiares de un recluso que perdió la vida en el centro penitenciario de 
Bucaramanga, al caerse de un piso alto, desconociendo las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar en que resultó muerto. La máxima corporación expuso, que la Ley 65 de 
1993 (Código Penitenciario y Carcelario) y el Decreto 300 de 1997 (por el cual se 
modificó la estructura interna del INPEC, el artículo 5 establece como uno de los 
objetivos “Hacer cumplir las medidas de aseguramiento, las penas privativas de la 
libertad y las medidas de seguridad, que establezcan las autoridades judiciales”. A su 
vez, el artículo 6º- numeral 4º del mismo Decreto, relaciona dentro de las funciones del 
Instituto Nacional Penitenciario y carcelario la de: “determinar sistemas de seguridad, 
vigilancia y control al interior y al exterior de los establecimientos de reclusión”. Indicó 
que la obligación del Estado derivada de la relación especial de sujeción, no se agota 
con el control y la vigilancia, sino en devolver a los ciudadanos en las condiciones 
similares a las que presentaban antes del proceso de reclusión. 
 
                                                     
46  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, de la Sección Tercera, Radicado 15001-
23-31-000-1994-04365-01(16186), del 23 de abril de 2008Consejero Ponente RUTH STELLA 
CORREA PALACIO. 
47 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia 
del 18 de mayo de 2017, expediente N° 37497, C.P Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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En otra sentencia 48  el máximo Tribunal de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, declaró la responsabilidad administrativa y patrimonial del INPEC por 
falla en el servicio, consistente en realizar un procedimiento de requisa a un recluso en 
la cárcel de peñas blancas de Calarcá, “al haberlo despojado completamente de su ropa, 
conducta violatoria de los derechos fundamentales y por fuera de lo normado en el 
reglamento y normas constitucionales y legales49”; como consecuencia de lo anterior, 
reconoció por concepto de perjuicios morales una suma equivalente a diez (10) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes y como medidas no pecuniarias divulgar en los 
establecimientos penitenciarios del país procedimientos adecuados de requisa, sumado 
a establecer un link donde se incluya el análisis de los procedimientos y el contenido 
de la providencia por el término de seis meses. 
 
Así mismo el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, en sentencia50 del 
año 2019, fue declarado administrativa y patrimonialmente responsable por falla en el 
servicio médico asistencia derivada del fallecimiento de un recluso como consecuencia 
de un cáncer de páncreas, por cuanto “quedó acreditado que el señor Jesús Barrera 
Cordero dejó de asistir en varias oportunidades al centro hospitalario, motivo por el 
cual no recibió el tratamiento ordenado de manera continua siendo un sujeto que se 
encuentra bajo relación especial de sujeción51”.El Tribunal de Antioquia52 al estudiar 
una demanda de reparación directa por el presunto trato degradante y la vulneración de 
la dignidad humana durante el término que el sentenciado cumplió la pena impuesta en 
la Cárcel del Distrito Judicial de Medellín “Bellavista” determinó como daño 
antijurídico la violación de los derechos fundamentales al recluso con ocasión al 
hacinamiento al que fue sometido, no habían camas, ni camarotes para todos los 
                                                     
48 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia 
del 14 de marzo de 2018, expediente N° 41548, C.P María Adriana Marín. 
49 Ibídem 
50 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia 
del 14 de marzo de 2019, expediente N° 50674, C.P Marta Nubia Velásquez Rico. 
51 Ibídem 
52 Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala Quinta de Decisión, Sentencia N° 230 del 28 de agosto de 
2012,  M.P Carlos Enrique Pinzón Muñoz, radicado N° 05001 23 31 000 2002 04829 00 
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reclusos, por lo cual debían dormir en los pasillos y en el piso, aplicó el régimen 
subjetivo de falla probada del servicio, analizando la imputación fáctica (nexo de 
causalidad) que el centro de reclusión de Bellavista, lugar donde cumplió la pena el 
accionante, forma parte del Sistema Penitenciario, encargado de ejecutar la pena y el 
Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, fue la 
autoridad encargada de la vigilancia de ejecución de la condena; invocando como 
fundamento jurídico la desatención de las obligaciones contenidas en el preámbulo 
constitucional, los artículo 1° y 2° de la Carta política que pregona como valor 
imprescindible la Dignidad humana y el principio de eficacia respectivamente y los 
artículos 5°, 14 y 51 de la Ley 65 de 1993, La imputación normativa la analizó desde 
la teoría Alemana de la imputación objetiva, concretamente “cuando se ha desatendido 
el fin protector de la misma (imprudencia).53 Precisó igualmente que el hacinamiento 
ha llevado a que “las personas sobrevivan en condiciones infrahumanas, inauditas y 
agraviantes, lo que lesiona el núcleo esencial de los derechos que le son insoslayables” 
por ello declaró administrativa y solidariamente responsables al Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC y a la Nación Rama Judicial – Administración 
Judicial, condenando al pago de perjuicios morales en cuantía de cien (100) S.M.L.M.V  
a favor de la víctima directa; cincuenta (50) S.M.L.M.V, a favor de su hijo y a favor de 
una damnificada el equivalente a veinticinco (25) S.M.L.M.V.  
 
De esta forma, se demuestra que ya existen precedentes judiciales que han declarado 
la responsabilidad patrimonial del Estado, representado por el INPEC – Rama Judicial, 
por las condiciones actuales en las que se encuentra el personal privado de la libertad 
en Colombia, que, pese a que el referido fallo no se encuentra ejecutoriado, al haber 
sido impugnado oportunamente por las entidades demandadas, se encuentra al 
despacho para fallo en la Sección Tercera del Consejo de Estado.   
 
                                                     
53 Consúltese: FEIJÓO, Bernardo. Resultado Lesivo e imprudencia. JM Bosch - Universidad Externado 
de Colombia. Barcelona – Bogotá. 2003. Pág.174.   
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Así las cosas, la violación del contenido obligacional a cargo del Estado representado 
por el INPEC, conlleva a la aplicación del régimen subjetivo por el incumplimiento, 
pese a que esa falla pueda ser anónima, basta con relacionar la omisión del servicio 
público con una norma que establezca la obligación de la entidad y/o con el artículo 2° 
Superior que pregona como uno de los fines del Estado colombiano que “las 
autoridades están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 
en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades..” 
 
Sería ideal poder mostrar todas las sentencias que bajo distinto régimen de 
responsabilidad han determinado una condena en perjuicios, pero para efectos 
académicos y de la investigación propia, conviene identificar de éstas sentencias, tres 
aspectos claves: el daño, la imputación y los perjuicios, tal como se relacionan en el 
cuadro anexo del presente trabajo.  
 
A manera de conclusión, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha tenido notables 
variaciones respecto del régimen de responsabilidad patrimonial del Estado aplicable a 
los diferentes daños antijurídicos presentados en los internos de los centros 
penitenciarios del País, que van desde lesiones a los reclusos (por enfrentamiento entre 
prisioneros, por disparos con arma de fuego ante fuga de presos, por intoxicación) hasta 
la muerte, y que han desencadenado condenas al Inpec extensible a los encargados de 
la política criminal del Estado (por el estado de cosas inconstitucional) de perjuicios 
morales y materiales que van hasta los 100 SMLMV. De manera común o general se 
ha aplicado la tendencia subjetiva de falla del servicio por omisión del Inpec del deber 
de inspección, custodia y vigilancia que debe garantizar en seguridad para los reclusos. 
No obstante, otra tendencia se ha generado de manera objetiva bajo el daño especial, 
por la especial relación de sujeción de las personas privadas de la libertad para con el 
Estado. 
 
Se puede concluir que el juez tiene autonomía y es quien determina qué título de 
imputación es aplicable para cada caso en concreto, es decir, actualmente no existe 
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unificación jurisprudencial en cuanto hace referencia al tema de daños ocasionados a 
los reclusos en los centros penitenciarios y carcelarios en Colombia. 
 
2.2 CONFIGURACIÓN DE LOS ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD 
(DAÑO, IMPUTACIÓN, CAUSALES EXIMENTES Y ASPECTOS 
PROCESALES 
 
2.2.1 Daño e imputación 
2.2.1.1 Elementos de la responsabilidad 
Para doctrinantes como Murcia, se pueden identificar  tres elementos sobre los cuales 
se edifica un juicio de responsabilidad de cualquier naturaleza.54 
 
A pesar de que el juicio de responsabilidad extracontractual del Estado 
tradicionalmente se ha extructurado mediante el estudio del daño, de la imputación y 
del fundamento, como tres elementos55, tal como lo afirma Patiño, la postura reciente 
de la jurisprudencia contenciosa establece que el juicio de responsabilidad del Estado 
deben analizarse dos elementos: 1) el daño antijurídico y 2) la imputación. 
 
En primer lugar, se debe comprobar la existencia de un daño antijurídico, entendido 
como aquel que la víctima no está en el deber jurídico de soportar. 
 
                                                     
54  MURCIA RAMOS, Ángela María La subsistencia del perjuicio a partir de la aplicación de la 
compensatio lucri cum damno y de la reparación integral. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
2017.Pag. 21 
55 PATIÑO DOMINGUEZ, Héctor Eduardo, El trípode o el bípode: la estructura de la responsabilidad, 
En: HENAO, Juan Carlos, La responsabilidad extracontractual del Estado, Bogotá D.C, Departamento 
de Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia, 2016. P. 166-180 
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En segundo lugar, se debe realizar un juicio de imputación, el cual como lo han 
afirmado con suficiencia la doctrina56 y la jurisprudencia57, resulta distinto del juicio 
de causalidad. 
 
Como se puede observar, dentro del juicio de imputación, como lo aborda la 
jurisprudencia, se analiza no sólo el aspecto fáctico por acción o por omisión, sino que 
además se realiza el estudio del fundamento del deber de reparar (falla del servicio, 
riesgo excepcional o el daño especial)  por lo que forzoso es concluir que es una 
construcción metodológica diferente de analizar los elementos de la responsabilidad, 
pero en esencia no se prescinde  de ninguno de los que por tradición se han necesitado 
para estructurar el deber de reparar58”     
    
El derecho administrativo en Colombia ha reconocido tres títulos de imputación de 
responsabilidad administrativa, siendo estos respectivamente, de carácter subjetivo la 
falla en el servicio y objetivo el riesgo excepcional y el daño especial, esta 
diferenciación tiene como fundamento, lo que debe probar la víctima del daño y como 
es definido cada sistema, veremos pues que, la falla en el servicio como título de 
imputación o atribución de responsabilidad genérico pone a la víctima en un papel más 
desgastante, puesto que la obliga a probar la actuación de la administración, 
considerándola ajustada a derecho o no.59 
 
                                                     
56 GIL BOTERO, Enrique. “La teoría de la imputación objetiva en la responsabilidad extracontractual 
del Estado en Colombia” en la filosofía de la responsabilidad civil (CARLOS BERNAL PULIDO Y 
JORGE FABRA ZAMORA, eds), Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2013, p. 473.    
57 Consejo de Estado, sección Tercera, sentencia del 16 de septiembre de 1999, exp. 10922; En la 
responsabilidad del Estado, la imputación no se identifica con la causalidad material, pues la atribución 
de la responsabilidad puede darse también en razón de criterios normativos o jurídicos”    
58 PATIÑO DOMINGUEZ, Héctor Eduardo. “El trípode o el bípode: la estructura de la responsabilidad 
en La Responsabilidad Extracontractual del Estado” (JUAN CARLOS HENAO y ANDRES 







En primer lugar, para dejar claro lo que significa el termino daño antijurídico, como 
fundamento de la responsabilidad civil extracontractual y del Estado,  impone 
considerar dos componentes: a) el alcance del daño como entidad jurídica, esto es, “el 
menoscabo que a consecuencia de un acaecimiento o evento determinado sufre una 
persona ya en sus bienes vitales o naturales, ya en su propiedad o en su patrimonio”; o 
la “lesión de un interés o con la alteración “in pejus” del bien idóneo para satisfacer 
aquel o con la pérdida o disponibilidad o del goce de un bien que lo demás permanece 
inalterado, como ocurre en supuestos de sustracción de la posesión de una cosa”; y, b) 
aquello que derivado de la actividad, omisión, o de la inactividad de la administración 
pública no sea soportable i) bien porque es contrario a la Carta Política o a una norma 
legal, o ii) porque sea “irrazonable”, en clave de los derechos e intereses 
constitucionalmente reconocidos; y, iii) porque no encuentra sustento en la prevalencia, 
respeto o consideración del interés general60.  
 
Para los fines que interesan al derecho, el daño puede ser entendido como la 
aminoración o alteración negativa de un interés humano objeto de tutela jurídica, que 
activa al ordenamiento jurídico para facilitar la reacción de quien la padece, en orden 
a la reparación o compensación de su sacrificio61. Para el maestro Henao “Daño es la 
aminoración patrimonial sufrida por la víctima62”. “El daño es la lesión – incluso la 
minoración no necesariamente económica de un interés lícito, por su pérdida definitiva 
o por la amenaza en su goce pacífico63”. 
 
                                                     
60 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 24 de abril de 2013, expediente exp. 28221, C.P 
Olga Mélida Valle De La Hoz. 
61 DE CUPIS, Adriano. El daño. Teoría general de la responsabilidad civil. Bosch, Casa editorial S.A., 
Barcelona, 1975, pp. 107-127. 
62 HENAO, Juan Carlos. El Daño, Bogotá: Departamento de Publicaciones de la Universidad Externado 
de Colombia, 2007. p 84 
63 HENAO PEREZ, Juan Carlos, De la importancia de concebir la amenaza y el riesgo sobre derechos 
ambientales como daño cierto. Escrito a partir del derecho colombiano y del derecho francés. En: 
BRICEÑO CHAVES, Andrés Mauricio. Daño ambiental, Tomo II, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 2009, p. 187-222. 
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Como puede advertirse, el daño incorpora dos elementos: uno, físico o material; otro, 
jurídico o formal. 
 
El elemento físico o material consiste en la destrucción o el deterioro que las fuerzas 
de la naturaleza, actuadas por el hombre, provocan en un objeto apto para satisfacer 
una necesidad, tal y como ocurre cuando se lesiona, por ejemplo, la relación del hombre 
con objetos físicos aptos para satisfacer sus necesidades, cuando se lesionan relaciones 
que el hombre ha trabado con otros hombres y que le son aptas para satisfacer sus 
necesidades, cuando se lesiona la propia corporeidad o la existencia misma del hombre, 
útiles como le resultan para satisfacer necesidades propias. En todos, y en cualquiera 
de estos casos, se habrá causado un daño en el plano fáctico, pero insuficiente, per se, 
para la configuración del daño, en sentido jurídico. 
 
“El segundo elemento, el elemento formal, se verifica en el plano jurídico, sí y solo sí, 
se acreditan los siguientes supuestos adicionales al elemento material: 
a) Que la lesión recaiga sobre un interés jurídicamente tutelado; 
b) Que la lesión no haya sido causada, ni sea jurídicamente atribuible a la propia 
víctima;  
c) Que la lesión tenga consecuencias ciertas en el patrimonio económico o moral de 
la víctima; 
d) Que no exista un título legal conforme al ordenamiento constitucional, que 
justifique, que legitime la lesión al interés jurídicamente tutelado (en abstracto), 
esto es, que la víctima no esté jurídicamente obligada, en las condiciones 
particulares y concretas en que sufrió la lesión, a soportar sus consecuencias64”.   
 
Así las cosas, en orden a la reparación, no basta con la acreditación de la lesión material 
de un interés en el plano fáctico. Tampoco basta con la demostración de la lesión de un 
                                                     
64 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia 
del 13 de agosto de 2018, radicado N° 730012331000201100648 01 (45689), C.P. JAIME ENRIQUE 
RODRIGUEZ NAVAS. 
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interés jurídicamente protegido, pues en tal caso se habrá configurado un mero daño 
evento. Se hace necesario que el daño produzca efectos personales y ciertos en los 
intereses jurídicamente tutelados de la víctima; que tal daño no tenga causa o autoría 
en la víctima; y que no existe un título legal que, conforme al ordenamiento 
constitucional, legitime la lesión al interés jurídicamente tutelado, esto es, que la 
víctima no esté obligada a soportar sus consecuencias.  
 
Sólo cuando se encuentran reunidos los dos elementos, y acreditados los supuestos del 
elemento jurídico, puede decirse que se encuentra probado el daño antijurídico. 
 
En cuanto a la imputación exige analizar dos esferas: a) el ámbito fáctico, y; b) la 
imputación jurídica, en la que se debe determinar la atribución conforme a un deber 
jurídico (que opera conforme a los distintos títulos de imputación consolidados en el 
precedente de la Sala: falla o falta en la prestación del servicio –simple, presunta y 
probada-; daño especial –desequilibrio de las cargas públicas, daño anormal-; riesgo 
excepcional). 
 
La imputación fáctica o nexo de causalidad es aquel que relaciona el hecho generador 
con el daño; “el nexo de causalidad no es el resultado de una verificación material sino 
una calificación jurídica que permite establecer, no lo que ha causado efectivamente el 
daño, sino lo que es su causa jurídica65”; En la actualidad el Consejo de Estado aplica 
la teoría de la causalidad adecuada, según la cual para que un hecho sea condición 
necesaria de un resultado se requiere que conforme a las reglas de la experiencia sea 
previsible el resultado que ocurrió. 
 
Sin duda, en la actualidad todo régimen de responsabilidad patrimonial del Estado 
exige la afirmación del principio de imputabilidad66, según el cual, la indemnización 
                                                     
65 SAAVEDRA BECERRA, Ramiro. De la responsabilidad patrimonial del Estado, Bogotá D.C: Ibáñez, 
2018. p. 1198 
66 En los términos de Kant, dicha imputación se entiende: “Imputación (imputatio) en sentido moral es 
el juicio por medio del cual alguien es considerado como autor (causa libera) de una acción, que entonces 
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del daño antijurídico cabe achacarla al Estado cuando haya el sustento fáctico y la 
atribución jurídica.67En otras palabras, la responsabilidad extracontractual del Estado 
se puede configurar una vez se demuestre el daño antijurídico y la imputación (desde 
el ámbito fáctico y jurídico). 
 
2.2.1.2 Configuración de los elementos de la responsabilidad en casos de vulneración 
de la dignidad humana de las personas privadas de la libertad. 
En primer lugar, para estudiar la configuración de los elementos de la responsabilidad, 
se debe remitir al análisis de la teoría de la relación especial de sujeción, como  aquella 
relación jurídico  pública de sometimiento, en el ámbito del derecho administrativo, en 
la que se encuentran aquellas personas que, como parte integrante del aparato 
administrativo, están bajo la dirección inmediata del poder público, con cierto carácter 
duradero y a favor de un determinado fin administrativo68”. 
 
Respecto a ésta teoría de la relación especial de sujeción, se remite al concepto a Otto 
Mayer69 al que se debe el que esta figura jurídica se impusiera rápidamente y de manera 
general en derecho administrativo, en su tercera edición 1924, de su gran tratado y en 
la sección dedicada al acto administrativo, donde escribe: “en conexión con el acto 
                                                     
se llama acto (factum) y está sometida a leyes; si el juicio lleva consigo a la vez las consecuencias 
jurídicas del acto, es una imputación judicial (imputatio iudiciaria), en caso contrario, sólo una 
imputación dictaminadora (imputatio diiudicatoria)”. KANT, I. La metafísica de las costumbres. Madrid, 
Alianza, 1989, p.35. En nuestro precedente jurisprudencial constitucional se sostiene: “La jurisprudencia 
nacional ha recabado en ello al sentar la tesis de que la base de la responsabilidad patrimonial del Estado 
la constituye la imputabilidad del daño. En efecto, con fundamento en la jurisprudencia del Consejo de 
Estado, la Corte Constitucional ha sostenido que la responsabilidad patrimonial del Estado y de las 
demás personas jurídicas públicas se deriva de la imputabilidad del perjuicio a una de ellas, lo cual 
impide extenderla a la conducta de los particulares o a las acciones u omisiones que tengan lugar por 
fuera del ámbito de la administración pública”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. 
67 El “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad. De conformidad 
con éste, la indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista título jurídico de 
atribución, es decir, cuando de la voluntad del constituyente o del legislador pueda deducirse que la 
acción u omisión de una autoridad pública compromete al Estado con sus resultados”. Corte 
Constitucional, sentencia C-254 de 2003. 
68 GALLEGO ANABITARTE, Alfredo. Las Relaciones Especiales de Sujeción y el Principio de la 
legalidad de la administración, citando a Otto Mayer. Pág. 84 
69 3 MAYER Otto, (29 de marzo de 1846 – 8 de agosto de 1924), abogado Alemán, pionero del derecho 
administrativo Alemán. Obras: teoría del derecho administrativo francés. Tratado Alemán de derecho 
administrativo. Saxon Estado de derecho. 
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administrativo, pero esencialmente diferente de él, se encuentra la instrucción que se 
da en la relación de sujeción. Se designa como relación de sujeción la dependencia 
jurídica, en su sentido más amplio, en la que se encuentra el súbdito frente al Estado70”.  
El doctrinante afirma que las relaciones especiales de sujeción están caracterizadas por 
diversas notas:  
 
• Acentuada situación de dependencia, de la cual emanan determinadas 
obligaciones.  
• Estado general de libertad limitada.  
• Existencia de una relación personal. 
• Imposibilidad de establecer de antemano extensión y contenido de las 
prestaciones, así como la intensidad de las necesarias intervenciones coactivas en 
la esfera de los afectados.  
• El hecho de que el individuo tenga que obedecer órdenes, la cuales no emanan 
directamente de Ley.  
• El hecho de que esta situación se explique en razón de un fin administrativo. 
• La alusión a un elemento de voluntariedad en dicha situación de sometimiento 
 El admitir, expresa o tácitamente, que la justificación de dicha relación se 
encuentra en la necesidad de una eficiencia y productividad administrativa. 
 
Por otra parte, el doctor José Rory Forero Salcedo realiza un análisis de la teoría de 
relaciones especiales de sujeción, definiéndolo como “Aquellos nexos o vínculos 
estrechos, duraderos y efectivos, que existen entre la Administración Pública y los 
servidores estatales, esto es, funcionarios y particulares que prestan funciones públicas, 
dada su acentuada dependencia respecto de la misma.71” 
 
                                                     
70 GALLEGO ANABITARTE, Alfredo. Las Relaciones Especiales de Sujeción y el Principio de la 
legalidad de la administración, citando a Otto Mayer. Págs. 13 y 14. 
71 FORERO SALCEDO. José Rory. Estado Constitucional, Potestad disciplinaria y relaciones especiales 
de sujeción. Instituto de Estudios del Ministerio Público, Bogotá, 2007, p.216   
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“En efecto, la tipología de administrado simple y cualificado determina que existen 
unos vínculos más o menos estrechos con la administración, adquieren esos nexos o 
relaciones de sujeción la connotación de generales, cuando comprometen a todos, es 
decir, a cualquier ciudadano; y especiales, en tanto se refiere a determinados colectivos, 
alumnos, presos, militares, y siendo el ejemplo, paradigmático los funcionarios 
públicos72”.  Con esta afirmación, comenzamos a desdeñar la aplicación de la teoría de 
relación especial de sujeción, con lo que nos interesa para este trabajo, el cual se trata 
del administrado cualificado o especial, como son las personas privadas de la libertad, 
o presos, o detenidos. 
 
En este orden de ideas, se puede afirmar que el personal privado de la libertad se 
encuentra en una relación especial de sujeción frente a las autoridades penitenciarias, 
quienes en su condición de servidores públicos, tienen el deber de garantizar los 
derechos de los cuales son titulares estas personas, brindar custodia, cuidado y 
protección durante el periodo de reclusión; pero a la vez exigir el cumplimiento de la 
normatividad penitenciaria, con la finalidad de resocializar al sentenciado y garantizar 
que el procesado comparezca a las diferentes audiencias, la protección de la comunidad 
y evitar la obstrucción de la justicia.    
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha identificado “seis elementos 
característicos qué procederá a relacionar así: las relaciones de especial sujeción 
implican (i) la subordinación  de una parte (el recluso), a la otra (el Estado); (ii) Esta 
subordinación se concreta en el sometimiento del interno a un régimen jurídico especial 
(controles disciplinarios y administrativos  especiales y posibilidad de limitar  el 
ejercicio de derechos, incluso fundamentales). (iii) Este régimen en cuanto al ejercicio 
de la potestad disciplinaria especial y a la limitación de los derechos fundamentales 
debe estar autorizado  por la Constitución y la ley. (iv) La finalidad  del ejercicio de la 
potestad disciplinaria y de la limitación de los derechos fundamentales, es la de 
                                                     
72 FORERO SALCEDO. José Rory. Estado Constitucional, Potestad disciplinaria y relaciones especiales 
de sujeción. Instituto de Estudios del Ministerio Público, Bogotá, 2007, p.45  
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garantizar los medios para el ejercicio de los demás derechos de los internos (mediante 
medidas dirigidas a garantizar disciplina, seguridad y salubridad) y lograr el cometido 
principal de la pena (la resocialización). (v) Como consecuencia de la subordinación, 
surgen ciertos derechos especiales  (relacionados con las condiciones materiales de 
existencia: alimentación, habitación, servicios públicos) en cabeza de los reclusos, los 
cuales deben ser especialmente garantizados por el Estado. (vi) Simultáneamente el 
Estado debe garantizar  de manera especial el principio de eficacia de los derechos 
fundamentales de los reclusos (sobre todo con el desarrollo de conductas activas)”. Esta 
postura ha sido reiterada, entre otras, en las sentencias T-490 de 2004 (Eduardo 
Montealegre Lynett), T-274 de 2005 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-705 de 
2009 (MP Nilson Pinilla Pinilla), T-311 de  2011 (MP Juan Carlos Henao Pérez). 
 
“Se entiende por relaciones especiales de sujeción con la administración, aquellas 
surgidas entre esta, en ejercicio de las potestades púbicas y para los propósitos y 
finalidades del interés general, con cualquier persona cualificada por disposición del 
orden convencional, constitucional, legal, administrativo o contractual, como sometido 
a una especial dependencia de la administración dadas sus particulares condiciones, 
que lo exceptúan del tratamiento común que la administración le brinda a una persona 
simple en sus relaciones ordinarias y comunes. 
 
Son característicos de esta relación por regla general los siguientes sujetos de pasivos: 
personas privadas de la libertad, los estudiantes, los conscriptos, las personas 
hospitalizadas, los usuarios de los servicios públicos, las personas protegidas en 
asuntos criminales, al igual, en los términos del artículo 13 de la Constitución Política, 
que a todas las personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren 
en circunstancias de debilidad manifiesta, entre otras”.73 
 
                                                     
73 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando, Compendio de Derecho Administrativo. Departamento de 
Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia. Bogotá. 2017, p. 255. 
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Ahora bien, teniendo claro esta importante teoría de la relación especial de sujeción del 
Estado en cabeza de las autoridades penitenciarias, y como sujeto pasivo los presos, 
pasamos a analizar la normatividad referente al primero, contenido en Código 
Penitenciario y Carcelario, Reglamento General de Establecimientos de Reclusión, y 
leyes estatutarias que reflejan la garantía de la dignidad humana de las personas 
privadas de la libertad en consonancia con la jurisprudencia y Tratados Internacionales. 
En el Código Penitenciario y Carcelario, particularmente en su artículo 5 modificado 
por el artículo 4 de la Ley 1709 señala74 el Respeto por la Dignidad Humana y a los 
Derechos Humanos Universalmente reconocidos, derechos que como el agua potable, 
la salud, el derecho a ser tratado con respeto, estar privado en condiciones dignas, se 
encuentran señalados en la citada norma, los cuales han venido siendo vulnerados 
conforme a los informes de la Defensoría del Pueblo y lo indicado por la Corte 
Constitucional, el incumplimiento del contenido obligacional debe ampararse bajo el 
régimen subjetivo y el título de imputación de la falla del servicio. 
 
En el mismo sentido el Reglamento General de los Establecimientos de Reclusión del 
Orden Nacional, expedida por el Director General del INPEC, en el artículo1° regula 
la dignidad humana y señala: 
 
“Toda actuación de la administración penitenciaria y carcelaria debe respetar la 
dignidad humana y los derechos constitucionales fundamentales de conformidad con 
las funciones de las medidas de aseguramiento y la pena, sin perjuicio de las 
restricciones propias a las que están sometidas las personas privadas de la libertad – 
PPL75” 
                                                     
74 Artículo 5, Ley 65 (19 de agosto de 1993) Por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario: 
“En los establecimientos de reclusión prevalecerá el respeto a la dignidad humana, a las garantías 
constitucionales y a los Derechos Humanos universalmente reconocidos. Se prohíbe toda forma de 
violencia síquica, física o moral. Las restricciones impuestas a las personas privadas de la libertad estarán 
limitadas a un estricto criterio de necesidad y deben ser proporcionales a los objetivos legítimos para los 
que se han impuesto… 
75 COLOMBIA. INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO, Resolución 006349 
(19 de diciembre de 2016) Por el cual se expide el Reglamento General de los Establecimientos de 
Reclusión del Orden Nacional. Bogotá. D.C, 2016. 
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El principio 8 para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión, consagra: 
 
“Las personas detenidas recibirán un trato apropiado a su condición de personas que 
no han sido condenadas. En consecuencia, siempre que sea posible se les mantendrá 
separadas de las personas presas” 
 
Así las cosas, la normatividad penitenciaria es clara en reconocer no solo el derecho a 
la Dignidad Humana del personal privado de la libertad, sino también reiterar que la 
gran mayoría de los Derechos Fundamentales señalados no sólo en el Título I de la 
Constitución Política permanecen incólume en los establecimientos penitenciarios y 
carcelarios, como lo son también los reconocidos a nivel jurisprudencial y otros como 
el derecho a la salud que, pese a no estar en el capítulo de la Constitución antes 
señalado, también tiene esta categoría conforme lo dispone la Ley estatutaria 1751 de 
2015. Debido al hacinamiento penitenciario, los establecimientos de reclusión pese a 
que se ha dispuesto algunos pabellones para procesados y otros para condenados, en la 
gran mayoría no es posible cumplir a cabalidad con la separación de estos, por la falta 
de espacios. 
 
¿A qué entidades se les debe imputar la responsabilidad por los daños antijurídicos 
padecidos por los reclusos, derivados de las condiciones actuales de reclusión? 
 
En principio, con la revisión de los fallos del Consejo de Estado, la entidad a la cual se 
le imputan la responsabilidad administrativa y patrimonial por los daños acaecidos al 
personal privado de la libertad es al Instituto Penitenciario y Carcelario (INPEC). 
 
Para efectos de imputar la responsabilidad al INPEC, por ejemplo, por falla en el 
servicio se analiza si las autoridades carcelarias incumplen sus obligaciones de custodia 
y vigilancia frente a las personas privadas de la libertad que estaban bajo su cuidado en 
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la Cárcel de conformidad con lo dispuesto en la ley 65 de 1993, Código Penitenciario 
y Carcelario.  
 
Al respecto, dicha normatividad en el artículo 44 establece los deberes y obligaciones 
del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria como por ejemplo los de custodiar 
y vigilar constantemente a los internos y de requisar cuidadosamente a los detenidos o 
condenados, así como a quienes ingresan al penal conforme al reglamento. En efecto, 
existe una obligación para la institución carcelaria a través del personal de guardianes 
de ejercer un control permanente sobre los reclusos en aras de garantizar su seguridad 
e integridad personal, entonces la institución tiene una obligación de proporcionar por 
completo la seguridad de los internos y asumir todos los riesgos que lleguen a 
presentarse en virtud de dicha circunstancia.  
 
Aunque el Ministerio de Justicia, ha sido demandado inicialmente, en la contestación 
de la demanda, propone la excepción de indebida representación por pasiva, toda vez 
que el INPEC es una entidad adscrita a dicho Ministerio, pero con personería jurídica, 
patrimonio independiente y autonomía administrativa, capaz de atender todos los 
asuntos relacionados con sus funciones y asumir su propia representación judicial y 
extrajudicial, razón por la cual es la entidad que debe responder por las imputaciones 
que se hacen en las demandas de reparación directa por daños al personal privado de la 
libertad.   Ahora, si bien es cierto que el INPEC se encuentra adscrito al Ministerio de 
Justicia, ello no significa que esta entidad lo represente porque el INPEC se encuentra 
constituido como un establecimiento público de carácter nacional con personería 
jurídica, patrimonio independiente y autonomía administrativa de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 2 del Decreto 2160 de 1992, por lo que sí se encuentra 
legitimado materialmente para actuar dentro de los procesos de reparación directa 
mencionados.  
 
Por otro lado, se encuentran sentencias de la Corte Constitucional, en la que a pesar de 
que no hace juicios de responsabilidad de Estado como el Consejo de Estado, si estudia 
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las entidades públicas a las cuales les endilga responsabilidad por vulneración de los 
derechos fundamentales de los reclusos, como por ejemplo en la T-151 de 2016, a 
USPEC, INPEC, Alcaldía Mayor de Bogotá: 
 
2.4. Ordena al USPEC, al INPEC y al Alcalde Mayor de Bogotá D.C., que dentro 
de los tres (3) meses siguientes a la notificación del fallo de tutela, busquen y 
acondicionen un inmueble que cumpla con las condiciones mínimas de 
subsistencia digna y humana, para la reclusión transitoria de los internos que, a 
pesar de habérsele resuelto su situación con medida de aseguramiento de 
detención intramural o estar cumpliendo una condena, pasadas 36 horas luego de 
su ingreso a los establecimientos de detención transitoria, no puedan ser 
trasladados de inmediato a la Cárcel Distrital de Varones y Anexo de Mujeres del 
Distrito Capital u otro establecimiento carcelario o penitenciario a cargo del 
INPEC donde cumplan la medida de aseguramiento, o la pena. También deberán 
definir la contribución económica de los entes territoriales en la ejecución del 
proyecto. 
 
La USPEC- Unidad de servicios penitenciarios y carcelarios, tiene la responsabilidad 
respecto de los sindicados de conformidad con los artículos 17, 19 y 21 del Código 
Penitenciario y Carcelario y así lo corrobora la Procuraduría General de la Nación, 
mediante Directiva 003 del 2 de septiembre de 2014. La USPEC, creada mediante 
Decreto 4150 de 2011 está encargada de gestionar y operar el suministro de bienes y la 
prestación de servicios, la infraestructura y brindar el apoyo logístico y administrativo 
requeridos para el adecuado funcionamiento de los servicios a cargo del INPEC. 
 
Teniendo en cuenta que a la USPEC, legalmente le corresponde garantizar el servicio 
de infraestructura, ante una demanda por daños ocasionados al personal privado de la 
libertad, derivado del hacinamiento penitenciario, estimo viable imputarle esos daños 
a esta entidad, junto con el INPEC. Debido a que la referida entidad tiene entre sus 
funciones garantizar condiciones de infraestructura adecuadas para que el personal 
investigado por presunta comisión de conductas punibles o declarados responsables 
por la realización de comportamientos tipificados como delitos, la presencia de 
hacinamiento en la gran cantidad de centros de reclusión del orden nacional conlleva a 
la violación permanente de los derechos a la dignidad humana, la salud, entre otros; 
hechos que constituyen un daño antijurídico, entendido este según la doctrina 
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administrativista española, particularmente el profesor GARCIA DE ENTERRIA lo 
define “la lesión resarcible como aquel detrimento patrimonial que el sujeto que lo 
sufre no tiene el deber jurídico de soportarlo76”, por cuanto si bien es cierto existe una 
orden judicial que ordena la privación del derecho fundamental a la libertad personal, 
estas personas por su condición de seres humanos en dichos lugares son titulares de los 
derechos a la vida digna, la salud, los cuales no pueden ser garantizados por la ausencia 
de camarotes o lugares apropiados para dormir, baños en forma proporcional a la 
cantidad de internos, el acceso a la salud en condiciones de oportunidad y calidad. El 
INPEC, ni la USPEC están facultadas para causar daño, sino por el contrario para 
cumplir un servicio esencial del Estado, conforme a los fines esenciales del Estado 
Colombiano. 
 
Así las cosas, sólo cuando se configure una causal excluyente de responsabilidad como 
es la fuerza mayor, hecho o culpa de la víctima o hecho y culpa de un tercero que 
rompen la imputación, pese a que se haya configurado un daño antijurídico, no se 
estaría en el deber legal de reparar los perjuicios ocasionados, situación o causales que 
no se configuran en los daños ocasionados al personal privado de la libertad. 
 
2.3 CAUSALES EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD TOTAL O PARCIAL 
COMO ELEMENTO DEL JUICIO DE RESPONSABILIDAD 
 
Cuando se habla de exoneración total o parcial en un juicio de responsabilidad, se hace 
referencia inmediatamente a la posibilidad que tiene el demandado de defenderse 
atacando cualquiera de los elementos que se estudian dentro de la responsabilidad 
extracontractual: al elemento daño, al elemento imputación, o al elemento fundamento 
del deber de reparar. Es así, que el demandado en el régimen de responsabilidad 
subjetivo, puede exonerarse probando ausencia de falla, la inexistencia del nexo causal, 
o probando causa extraña. Por el contrario, si nos encontramos en presencia de un 
                                                     
76  GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo y FERNANDEZ Ramón, Tomas, Curso de Derecho 
Administrativo, 9 edición, Tomo II, Thompson Civitas S.A., Madrid, 2004. Pág. 366 
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régimen de responsabilidad objetiva, el demandado sólo se puede exonerar probando 
la existencia de una causa extraña.  
 
Así lo explica el Consejo de Estado, cuando arguye: 
 
“Es claro entonces, que mientras en la generalidad de los casos en los que se 
comprueba la falla del servicio, la Administración puede eximirse de 
responsabilidad mediante la comprobación, no sólo de una causa extraña, como 
sería la fuerza mayor, la culpa de la víctima o el hecho también exclusivo y 
determinante de un tercero, sino también a través de la prueba de su obrar prudente 
y diligente en el exacto cumplimiento de las obligaciones y deberes a su cargo, en 
estos casos específicos de daños a personas privadas de la libertad, por tratarse de 
eventos de responsabilidad objetiva, la única forma en que la Administración se 
puede liberar de la responsabilidad que surge a su cargo, es precisamente a través 
de la comprobación de una causa extraña”77. 
 
Con esta sentencia anteriormente reseñada, queda claro que  la entidad pública puede 
ser exonerada de la responsabilidad,  ante la comprobación de una causa extraña: fuerza 
mayor, hecho o culpa de la víctima, hecho exclusivo de un tercero y probando su obrar 
diligente. 
 
¿Qué se entiende por causal exonerativa de responsabilidad? Se trata de aquella causal 
que impide imputar determinado daño a una persona, haciendo improcedente, en 
consecuencia, la declaratoria de responsabilidad. Así, éstas causales impiden la 
imputación, en ocasiones porque es inexistente el nexo de causalidad, o demostrando 
que, si bien el demandado por acción u omisión causó el daño, lo hizo llevado o 
coaccionado por un hecho externo, imprevisto e irresistible. 
 
¿Cuáles son las causales de exoneración total y parcial? Según Patiño (2011), las 
causales exonerativas de responsabilidad pueden liberar de responsabilidad al 
demandado de forma total cuando la fuerza mayor, el hecho del tercero y/o el hecho de 
                                                     




la víctima son consideradas como la causa única exclusiva y determinante del daño. 
Pero también puede demostrarse que probada esa causal exonerativa, su ocurrencia 
tuvo incidencia en la producción del daño junto con el actuar del demandado a título 
de concausalidad, evento en el cual la consecuencia no será, en principio, la 
exoneración total de responsabilidad, sino que se estará frente a una reducción en la 
apreciación del daño, es decir, una reducción de la indemnización (p.378).78 
 
A continuación, se relacionan algunas sentencias en donde se ha fallado negando las 
pretensiones de la demanda de reparación directa, por operar causales exonerativa de 
responsabilidad, que, en su mayoría, para los casos donde aparece como demandado el 
Inpec por daños antijurídicos a los reclusos, se trata de culpa exclusiva de la víctima y 
finalmente se muestran unas donde ha operado la concausalidad. 
 
En primer lugar, en cuanto a la causal eximente de la responsabilidad del INPEC, 
consistente en el hecho exclusivo de la víctima, se trae a colación la sentencia del 
Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca, de fecha 25 de septiembre de 2014, 
en el cual se confirmó fallo del Juzgado administrativo de descongestión de Popayán, 
que había negado las pretensiones de la demanda de reparación directa contra el 
INPEC: 
 
Conforme a la jurisprudencia, la culpa exclusiva de la víctima exonera total o 
parcial de la responsabilidad administrativa, de acuerdo con el grado de 
participación del afectado en la producción del daño; o lo que es lo mismo, para 
que la culpa exclusiva de la víctima opere en favor de la administración, es 
necesario que la conducta desplegada por aquella sea a la vez la causa del daño y 
la raíz determinante del mismo. Se precisa que en realidad lo que exonera es el 
hecho exclusivo de la víctima, culpable o no, a condición de que sea exclusivo y 
de que revista las características de imprevisibilidad e irresistibilidad, propias de 
la fuerza mayor79. 
                                                     
78  PATIÑO, Héctor (2011). Las causales exonerativas de la responsabilidad extracontractual. 
Recuperado de https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/download/2898/2539/ 
79 Frente al alcance de estos conceptos el Consejo de Estado ha señalado: “En cuanto tiene que ver con (i) la 
irresistibilidad como elemento de la causa extraña, la misma consiste en la imposibilidad del obligado a 
determinado comportamiento o actividad para desplegarlo o para llevarla a cabo; en otros términos, el daño 
debe resultar inevitable para que pueda sostenerse la ocurrencia de una causa extraña, teniendo en cuenta que 
lo irresistible o inevitable deben ser los efectos del fenómeno y no el fenómeno mismo pues el demandado 
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En el sub examine está comprobado que la lesión sufrida por el interno 
EZEQUIEL MELSUQUE DAGUA, a partir de las cuales demanda la reparación 
de perjuicios, fueron producto de un hecho súbito y excepcional, imputable a su 
propia conducta –culpable o no-, que por las circunstancias de modo en que 
tuvieron ocurrencia no pueden serle atribuidas a la entidad demandada, pues se 
trató de un hecho “imprevisto”, súbito, excepcional o, en definición de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, acogida por el Consejo de 
Estado80, “de rara ocurrencia”, pues según la nota contenida en el documento 
oficial, la herida ocurrió “…subiendo las escaleras, se res –…baló- y se golpeó”.  
 
No es cierto entonces, como se sugirió en la demanda, que el actor fue lesionado 
con armas no permitidas dentro del establecimiento penitenciario y carcelario, 
teniendo que advertir aquí la Sala que, en todo caso, el hecho de que estos procesos 
se tramiten por regla general bajo la perspectiva de un régimen objetivo de 
responsabilidad, no exceptúa la aplicación de la causal de exoneración de 
responsabilidad referida. 
 
 Constatadas así las circunstancias de tiempo, modo y lugar, emerge que la lesión 
padecida por el interno EZEQUIEL MELSUQUE DAGUA el día 26 de 
septiembre de 2010, fue producto de un hecho atribuible exclusivamente a él, por 
lo que el daño así sufrido excluye cualquier responsabilidad del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC, pues ese resultado dañoso le era imprevisible 
e irresistible.  
 
Un segundo caso donde se configuró la causal de culpa exclusiva y determinante de la 
víctima, es la sentencia reciente del 9 de abril de 2018, Sección Tercera81, en el cual se 
                                                     
podría, en determinadas circunstancias, llegar a evitar o impedir los efectos dañinos del fenómeno, aunque este 
sea, en sí mismo, irresistible, caso de un terremoto o de un huracán (artículo 64 del Código Civil) algunos de 
cuyos efectos nocivos, en ciertos supuestos o bajo determinadas condiciones, podrían ser evitados. n lo 
referente a (ii) la imprevisibilidad, suele entenderse por tal aquella circunstancia respecto de la cual "no sea 
posible contemplar por anticipado su ocurrencia"79, toda vez que “[P]rever, en el lenguaje usual, significa ver 
con anticipación"79, entendimiento de acuerdo con el cual el agente causante del daño sólo podría invocar la 
configuración de la causa extraña cuando el hecho alegado no resulte imaginable antes de su ocurrencia, 
cuestión de suyo improbable si se tiene en cuenta que el demandado podría prefigurarse, aunque fuese de 
manera completamente eventual, la gran mayoría de eventos catalogables como causa extraña antes de su 
ocurrencia, más allá de que se sostenga que la imposibilidad de imaginar el hecho aluda a que el mismo jamás 
hubiera podido pasar por la mente del demandado o a que éste deba prever la ocurrencia de las circunstancias 
que resulten de más o menos probable configuración o a que se entienda que lo imprevisible está relacionado 
con el conocimiento previo de un hecho de acaecimiento cierto. Sin embargo, el carácter imprevisible de la 
causa extraña también puede ser entendido como la condición de “imprevisto” de la misma, esto es, de 
acontecimiento súbito o repentino, tal y como lo expresan tanto el Diccionario de la Real Academia Española 
de la Lengua, como el artículo 64 del Código Civil79 y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, de 
acuerdo con la cual “[I]imprevisible será cuando se trate de un acontecimiento súbito, sorpresivo, excepcional, 
de rara ocurrencia”. 
80 Expedientes: 16.530 y 18.596.  
81 Consejo de Estado, sección tercera, radicado 73001-23-31-000-2005-02431-01(40429), C.P. JAIME 
ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS. 
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estudió el caso de un recluso de la Penitenciaría Nacional de Picaleña en la ciudad de 
Ibagué, que se vio envuelto en una fuga de presos y en el cruce de disparos entre la 
guardia del INPEC y reclusos armados, resultando herido por arma de fuego, lesiones 
que le generaron pérdida de su capacidad laboral y disminución en el desempeño de las 
actividades diarias. El INPEC argumento su defensa en que las circunstancias como 
sucedieron los hechos, son de la esencia de la causal de exoneración de la 
responsabilidad extracontractual de la administración pública, denominada: culpa 
exclusiva y determinante de la víctima. El Tribunal Administrativo del Tolima, el día 
veintiséis (26) de noviembre de dos mil diez (2010), dictó fallo de primera instancia, 
en el que negó las pretensiones de la demanda. El Consejo de Estado falló confirmando 
los argumentos del Tribunal, en el sentido de que: 
 
fue la conducta de la víctima, la que de manera exclusiva y excluyente determinó 
el hecho dañoso, razón para que, aunque existiendo relación de causalidad 
material entre la actuación desplegada por el INPEC y las heridas sufridas por 
Berney Agudelo Rivas, el daño no resulta imputable jurídicamente a la institución 
carcelaria, toda vez que la conducta de la víctima tuvo la virtualidad de romper el 
nexo causal, pues esta se estructuró como la causa eficiente y determinante en la 
causación del daño. 
 
Un tercer caso, es el de la sentencia del 7 de marzo de 2016, sección tercera82, en el 
cual se estudia la exoneración total de responsabilidad en daños causado a reclusos, por 
culpa exclusiva de la víctima por muerte en intento de fuga. El Tribunal Administrativo 
del Tolima profirió sentencia, en la que negó a las pretensiones de la demanda, bajo los 
argumentos de que el daño es imputable a la culpa exclusiva de la víctima, ya que la 
muerte del recluso se produjo por la reacción de los guardianes del INPEC, quienes 
actuaron en ejercicio de sus deberes legales y en legítima defensa de sus derechos, ante 
una agresión provocada por la víctima y otros internos. Cuando entra a analizar la 
eximente de responsabilidad, señala: 
 
                                                     
82 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 7 de marzo de 2016. Radicado 73001-23-31-000-
2007-00025-01(44683). C.P. GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE 
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Las causales eximentes de responsabilidad constituyen circunstancias que 
impiden la imputación, desde el punto de vista jurídico, al demandado. La Sala ha 
señalado que para que se acrediten tales causales, deben concurrir tres elementos: 
(i) irresistibilidad; (ii) imprevisibilidad y (iii) exterioridad respecto del 
demandado83.   
 
En punto al hecho de la víctima como eximente de responsabilidad, la Sección 
Tercera ha sostenido que “debe estar demostrada además de la simple causalidad 
material según la cual la víctima directa participó y fue causa eficiente en la 
producción del resultado o daño, el que dicha conducta provino del actuar 
imprudente o culposo de ella”84. 
 
Descendiendo estas consideraciones al caso concreto, es claro que la víctima se 
expuso a una situación de riesgo al escapar de su celda y emprender la fuga en el 
momento en que la cárcel era atacada desde afuera, comportamiento a todas luces 
imprudente, pues la obligación legal de los guardianes del INPEC era responder 
el ataque. 
 
La culpa de la víctima se configura porque ante una notoria situación de riesgo, el 
señor Dagua decidió emprender la huida –hecho reconocido en la demanda- en 
medio del fuego cruzado, es decir, era consciente de los riesgos que implicaba la 
fuga y a pesar de ello asumió voluntariamente sus posibles consecuencias, por lo 
que su muerte no es imputable al INPEC sino a la culpa exclusiva de la víctima, 
razón por la que se confirmará la sentencia de primera instancia. 
 
Un cuarto caso, en que se configuró la causal de exoneración total de la responsabilidad 
del demandado, relativa a la culpa exclusiva de la víctima, es la sentencia del 25 de 
mayo de 2011, sección tercera85, en la cual la discusión se centró en determinar si 
existió responsabilidad del Estado por la muerte del señor Oliverio Valencia Henao, en 
hechos ocurridos el 24 de abril de 1996, mientras se encontraba recluido en 
establecimiento carcelario a cargo del INPEC o su deceso resulta atribuible al hecho 
exclusivo y determinante de la víctima. La Sala encontró que:  
 
el señor Oliverio Valencia Henao participó con otros internos en un intento de 
fuga y que para lograr su propósito intimidó a la guardia carcelaria, obligándola a 
hacer uso de las armas de dotación oficial para imponer orden en el 
establecimiento y conjurar las actitudes amenazantes de los internos, y por ello 
confirma la sentencia del Tribunal Administrativo de Caldas, como quiera que la 
                                                     
83 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 24 de Marzo de 2011, Rad. 19.067. 
84 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 25 de julio de 2002, Rad. 13.744. 
85 Consejo de Estado, sección Tercera. Sentencia del 25 de mayo de 2011. Radicado 17001-23-31-000-
1996-09027-01(20231). C.P. STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO 
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víctima forzó los acontecimientos al punto que los demandantes nada pueden 
exigir del Estado, habida cuenta que las autoridades penitenciarias no podían 
actuar sino como lo hicieron. 
 
Otro caso donde la responsabilidad patrimonial del Estado es inexistente por 
configuración de eximente de responsabilidad consistente en el hecho determinante y 
exclusivo de la víctima, como lo menciona la sentencia de la Sección Tercera del 
Consejo de Estado, 201186. Fundamentaron su demanda en que el suicidio del recluso en 
la cárcel del Distrito Judicial de Neiva, fue debido a la depresión por no trasladarlo de 
patio. Allí se hizo un estudio sobre el eximente de responsabilidad: 
 
para que el hecho de la víctima tenga plenos efectos liberadores de la 
responsabilidad estatal, es necesario que la conducta desplegada por la víctima 
sea tanto causa del daño, como la raíz determinante del mismo, es decir, que se 
trate de la causa adecuada, pues en el evento de resultar catalogable como una 
concausa en la producción del daño, no eximirá al demandado de su 
responsabilidad y, por ende, del deber de indemnizar, aunque, eso sí, su reparación 
estará rebajada en proporción a la participación de la víctima.87  
 
En este caso, se concluye con las pruebas obrantes en el proceso que la muerte del 
recluso fue ocasionada por causa de su propia y exclusiva culpa, toda vez que, “ por un 
lado, las autoridades penitenciarias no conocieron su intención suicida, pues con 
anterioridad al hecho luctuoso nunca hubo de su parte manifestación expresa en ese 
sentido; ni mucho menos que antes del fatal acontecimiento hubiera exteriorizado algún 
tipo de conducta que hiciera posible prever la ocurrencia de tal hecho; de otro lado, 
tampoco se encuentra acreditado que el referido recluso hubiera sufrido maltrato por 
                                                     
86  Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, subsección A de la sección tercera, 
radicado 41001-23-31-000-1995-08058-01(22063) del 25 de agosto de 2011. Consejero Ponente 
MAURICIO FAJARDO GÓMEZ, 
87 En la anotada dirección, ha sostenido la Sala: “El hecho de la víctima, al decir de los hermanos 
Mazeaud, sólo lleva “consigo la absolución completa” cuando “el presunto responsable pruebe la 
imprevisibilidad y la irresistibilidad del hecho de la víctima. Si no se realiza esa prueba, el hecho de la 
víctima, cuando sea culposo y posea un vínculo de causalidad con el daño, produce una simple 
exoneración parcial: división de responsabilidad que se efectúa teniendo en cuenta la gravedad de la 
culpa de la víctima. Henri y León Mazeaud, Jean Mazeaud. Lecciones de Derecho Civil. Parte Segunda. 
Ediciones Jurídicas Europa América. Buenos Aires. 1960, págs. 332 y 333”. Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de mayo dos (02) de dos mil siete (2007); 
Expediente número: 190012331000199800031 01; Radicación: 24.972. 
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parte de las autoridades penitenciarias o de sus demás compañeros de reclusión, en 
forma tal que ello hubiere podido incidir en la determinación del interno para 
autoeliminarse.”  
 
Ahora bien, para entrar a analizar los casos en los que se ha configurado la 
concausalidad, es decir, donde no se presenta la causal de exoneración total de 
responsabilidad, sino la disminución en el monto a indemnizar, se presentan los 
siguientes: 
 
En primer lugar, se tiene  la sentencia del 23 de junio de 2011, Sección Tercera88, en la 
cual trata de un interno de la Cárcel de Manizales, quien falleció como consecuencia 
del consumo de Metanol. Aunque el Tribunal Administrativo de Caldas, había negado 
las pretensiones de la demanda, aquí la Sala decide revocar el fallo, y condenar al Inpec 
a pagar indemnización a los demandantes bajo la modalidad de concurrencia de culpas 
reduce la condena a un 50%: 
 
La Sala afirma que el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-, 
incurrió en una falla del servicio, toda vez que no cumplió con su obligación de 
seguridad, vigilancia y control de los reclusos, por cuanto resulta certeramente 
reprochable la omisión de la entidad demandada al no supervisar y por tanto evitar 
la circulación entre los reclusos, de sustancias tóxicas no aptas para el consumo 
humano como es el caso del METANOL, el cual, al haber sido ingerido por 
internos del penal, le causó la muerte a dos de ellos, entre los que se encontraba 
(…) [el señor]. No obstante lo anterior, del material probatorio obrante en el 
plenario también es posible establecer que la omisión de la entidad demandada no 
constituyó la causa única y exclusiva del lamentable suceso, toda vez que, como 
ya quedó establecido, (…) [que el señor] hacía parte de los internos que ofrecía la 
bebida a los demás, situación que permite  concluir razonablemente que éste se 
expuso imprudentemente al daño al ingerir una sustancia que no reunía las 
condiciones requeridas que permitieran su consumo. Así las cosas, es evidente 
que el comportamiento de la víctima contribuyó, al igual que la falta de custodia 
y vigilancia de la demandada, en la producción del daño por el cual se pretende 
reparación. (…)  En consecuencia, y dado que en el presente caso se encuentra 
demostrada la falla en el servicio que se imputa en cabeza de la entidad 
demandada como una de las causas que dieron lugar al daño antijurídico por el 
cual se demanda, deberá revocarse la sentencia de primera instancia por medio de 
                                                     
88 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 23 de junio de 2011. Radicado 17001-23-31-000-
1997-01001-01(20430). C.P. HERNÁN ANDRADE RINCÓN  
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la cual se negaron las pretensiones de la acción y, en su lugar, se la condenará, en 
la proporción que le corresponda, al pago de los perjuicios a que haya lugar. 
 
Otro caso de concurrencia de culpas, es el planteado en sentencia del 18 de enero de 
2012, sección tercera89, en el cual un recluso de la Cárcel del Espinal, fue herido por 
otro interno con arma corto punzante.  
 
En atención al presente caso, de acuerdo con el acervo probatorio obrante en el 
expediente, no deja a la Sala duda alguna en torno a que, aunque a la producción 
del daño antijurídico contribuyó la entidad demandada, debido que el Estado 
asume la obligación de seguridad de los internos, en virtud de la especial relación 
jurídica de sujeción cuando se trata de personas privadas de la libertad, se acreditó 
de igual forma la concurrencia del hecho o culpa de la víctima en la producción 
del mismo daño por la actividad desarrollada o desplegada por éste, es decir, 
aquella derivada del incumplimiento de los deberes normativos relativos a la no 
participación o motivación de riñas o peleas, o al porte, utilización o disposición 
de armas de cualquier tipo por parte de los reclusos implicados al interior del 
centro carcelario90. Así pues, es forzoso concluir que tal resultado dañoso es 
jurídicamente imputable tanto a la Administración como a la propia víctima, sin 
que pueda afirmarse que proceda la imputación de la responsabilidad sólo a la 
demandada, sino que ésta debe dosificarse en atención a la determinante 
contribución en la producción del daño antijurídico por parte de la víctima.  
 
Por lo anterior, ante tal situación, se disminuirá la condena en un 50% en virtud 
de la contribución determinante de la víctima a la producción del hecho dañoso y, 
en consecuencia, analizará el monto de los perjuicios solicitados en la demanda 
sobre la base de dicha dosificación. 
 
Un último caso que se trae a colación de con causalidad, es el de la sentencia del 12 de 
febrero de 2015, del Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca91, en donde un 
recluso de la cárcel de Popayán fue herido en una riña. 
                                                     
89 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 18 de enero de 2012. Radicado 73001-23-31-000-
1998-01701-01(21405). C.P. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
90 ARTÍCULO 121. CLASIFICACIÓN DE FALTAS. Las faltas se clasifican en leves y graves.  
(…) Son faltas graves las siguientes:  
1 Tenencia de objetos prohibidos como armas; posesión, consumo o comercialización de sustancias 
alucinógenas o que produzcan dependencia física o psíquica o de bebidas embriagantes.  
(…) 
16 Agredir, amenazar o asumir grave actitud irrespetuosa contra los funcionarios de la institución, 
funcionarios judiciales, administrativos, los visitantes y los compañeros.  
91 Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca. Sentencia del 12 de febrero de 2015. Radicado 
19001333100620130014801. M.P CARLOS HERNANDO JARAMILLO DELGADO 
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En efecto, en la sentencia se consideró que el daño antijurídico demandado, 
consistente en las lesiones padecidas por el señor Leonardo Andrés Perdomo, 
tanto el 2 y el 4 de abril de 2012, era atribuible a la entidad demandada, porque 
ocurrieron al interior del centro penitenciario y carcelario donde se encontraba 
recluido.  
 
Empero, no se advirtió o enfatizó en que dichas lesiones acaecieron, tanto el 2 y 
el 4 de abril de 2012, en unas riñas en las que el señor Perdomo participó en forma 
eficiente, por lo que se configura la concausa, por lo que el monto indemnizatorio 
debe reducirse en un 50%. 
 
En este orden de ideas, con las sentencias anteriormente relacionadas, se deja claro que 
la causal exonerativa de responsabilidad extracontractual del Estado en cabeza del 
INPEC de mayor aplicación, cuando se trata de daños acaecidos a reclusos, es la causa 
extraña- culpa exclusiva de la víctima, en la cual hay una exoneración total. No 
obstante, cuando se trata de concurrencia de culpa o concausa, se reducen los montos 
a indemnizar a los demandantes. 
 
De otra parte, el maestro Juan Carlos Henao al referirse a los límites de la obligación 
señala:  
 
“De lo anterior resulta que la noción de falla del servicio tiene un carácter relativo, 
pudiendo el mismo hecho, según las circunstancias, ser reputado de culposo o no 
culposo92. Es el denominado “principio de la relatividad de la falla del servicio93 y es 
que, en efecto, el juez administrativo toma en consideración los medios con los cuales 
dispone el servicio para hacer frente al contenido obligacional que lo vincula”94. 
 
                                                     
92 JEAN RIVERO, Droit administratif, 10 ed., París, Precis Dalloz, 1983, p.386. 
93 Consejo de Estado, Sección Tercera, 3 de febrero de 2000, exp. 14787, C.P Hernández Enríquez, 
Actor: F.O.V. y Otros. 
94 HENAO, Juan Carlos, La noción de falla del servicio como violación de un contenido obligacional a 
cargo de una persona pública en el derecho colombiano y el derecho francés. Estudios De Derecho Civil, 
Obligaciones Y Contratos, Libro De Homenaje A Fernando Hinestrosa, 40 Años De Rectoría. En: 
Colombia   ISBN: 958-616-778-X  ed: Departamento de Publicaciones Universidad Externado De 
Colombia , v.1 , p.57 - 114  ,2003  
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Es de público conocimiento que uno de los problemas principales del INPEC es la falta 
de cupos para mantener el personal privado de la libertad en condiciones dignas, es 
decir construcción de nuevos establecimientos o ampliación de cupos en los existentes 
lo cual demanda grandes recursos económicos, los cuales dependerá no sólo de la 
gestión, sino de la disposición de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios, 
entidad a la cual en el Decreto de constitución, particularmente en el artículo 5° se le 
asignaron entre otras funciones “Adelantar las gestiones necesarias para la ejecución 
de los proyectos de adquisición, suministro y sostenimiento de los recursos físicos, 
técnicos y tecnológicos y de infraestructura que sean necesarios para la gestión 
penitenciaria y carcelaria95”.  
 
De lo anterior se puede colegir que pese a que el INPEC presente grandes necesidades, 
dependerá de otra institución (USPEC) para que disponga los recursos y realice el 
proceso contractual para los bienes y servicios que necesita. Ahora bien, pese a que la 
persona jurídica no contaba con recursos, la misma Ley 65 de 1993 en su artículo 5° 
dispone: 
 
“Lo carencia de recursos no podrá justificar que las condiciones de reclusión vulneren 
los derechos fundamentales de las personas privadas de la libertad”.  
 
Del texto de la norma se infiere, que resulta muy difícil que un Juez de la república 
decrete la relatividad de la falla por los perjuicios que se llegaren a ocasionar a una 
persona que estuviera privada de la libertad. 
 
  
                                                     
95 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, Decreto 4150 (3 de noviembre de 2011) Por el 
cual se escinde del INPEC las funciones administrativas y de ejecución y se crea la Unidad de Servicios 
Penitenciarios y Carcelarios. Diario Oficial. Bogotá D.C., 2011. 
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2.4 LEGITIMACIÓN Y PERJUICIOS 
 
La posición acogida en la jurisprudencia del Consejo de Estado en relación con los 
perjuicios ocasionados a los reclusos y quienes demuestren ser víctimas, es de la 
clasificación de los perjuicios materiales (daño emergente, lucro cesante y perdida de 
oportunidad o de chance) y entre los perjuicios inmateriales el perjuicio moral. 
 
2.4.1 Perjuicios materiales 
Los daños materiales, según Carlos Pinzón, tienen un punto común: un valor en el 
mercado, por lo que se trata de gastos o perdidas de valor (daño emergente), o ausencia 
de ventajas económicas (lucro cesante).96  
 
El daño emergente representa una disminución del bienestar patrimonial de la víctima. 
Por ejemplo, aquí se valoran pruebas documentales que acrediten gastos que demandó 
el tratamiento de la lesión o en el peor de los casos, los gastos funerarios, en los casos 
de muerte de los reclusos, sumas que deberán ser actualizadas al momento del fallo, 
conforme al Índice de Precios al Consumidor final, sobre el IPC inicial.    
 
El lucro cesante se entiende como un aumento patrimonial impedido por la ocurrencia 
del daño, lo que permite comprender que se trata de un haber afectado que todavía no 
estaba en poder de la víctima, pero que se infiere que muy seguramente sería obtenido.97  
 
En otras palabras, hay lucro cesante cuando un bien económico que debía ingresar en 
el curso normal de los acontecimientos no ingreso ni ingresara en el patrimonio de la 
víctima. Generalmente en los casos donde se ve involucrado la muerte de un recluso al 
interior del centro penitenciario y carcelario, se solicita este perjuicio soportado en que 
el fallecido se encargaba de la economía familiar, antes de su ingreso a la cárcel. 
                                                     
96 PINZÓN MUÑOZ, Carlos E. El derecho de daños en la responsabilidad extracontractual del Estado. 
Tercera edición. Grupo editorial Ibáñez. 2017. Pag.180. 
97 Ibídem (pág. 184) 
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Entonces el juez evalúa si se truncó la expectativa a sus familiares de contar con un 
apoyo económico una vez pagara su pena. Esta modalidad de perjuicios materiales, 
para efecto de liquidar, se tomará el salario mínimo o el que logre acreditar que 
devengaba previo a la captura y se incrementará en un 25% correspondiente a las 
prestaciones sociales; la liquidación debe comprender dos periodos aplicando fórmulas 
distintas adoptadas por el Consejo de Estado, el primer periodo a liquidar es el 
consolidado comprende desde el momento en que debería quedar en libertad, hasta la 
fecha del fallo judicial y el segundo periodo una liquidación futura, desde el fallo hasta 
la vida probable de la víctima.  
 
Importante igualmente resaltar para este perjuicio lo indicado por el Consejo de Estado 
en sentencia de unificación, respecto al acrecimiento como principio general de 
derecho, donde expuso “los integrantes del grupo familiar que dejaron de percibir la 
ayuda económica del fallecido se les liquidará el lucro cesante con el acrecimiento al 
que tienen derecho, por el hecho de extinguirse la concurrencia de cada uno de los 
demás miembros que limitaba la participación en los recursos destinados a la 
satisfacción de las necesidades del núcleo familiar”98. 
 
2.4.2 Perjuicios Inmateriales 
El máximo Tribunal de la jurisdicción de lo contencioso administrativo en sentencia de 
unificación99, determinó como perjuicios inmateriales, los perjuicios morales.   
 
El perjuicio moral “alude a la afectación de sentimientos, a la alteración negativa de la 
vida interior de la persona100”; es decir, la aflicción, dolor, angustia, congoja y los 
otros padecimientos que sufre la persona con ocasión del evento dañoso y que deben 
ser indemnizados en aplicación del principio general de reparación integral.  
                                                     
98 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de abril 22 de 
2015, rad. 19146; C.P Stella Conto Díaz del Castillo 
99 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, sentencia de agosto 28 de 2014, rad. 31172: C.P Olga 
Mélida Valle de la Hoz. 
100 M’CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, Tipología y reparación del daño inmaterial en Colombia, 
Bogotá, Departamento de Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia, 2015, 72 p. 
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Teniendo en cuenta que para efectos del presente trabajo, solo interesa hablar sobre el 
monto de los perjuicios inmateriales,  se hace una breve mención  de que el  Consejo 
de Estado ha establecido que tratándose de los padres, hermanos, hijos y abuelos basta 
la acreditación del parentesco para que se presuma el perjuicio moral, por cuanto las 
reglas de la experiencia hacen presumir que la muerte de un pariente cercano causa un 
profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo familiar, por las relaciones 
de cercanía, solidaridad y afecto, surgidas en el ámbito de la familia.101 
 
Respecto al quantum de la indemnización, el Consejo de Estado en sentencia de 
unificación102 construyó y aprobó un documento sobre la tipología y la reparación de 
los perjuicios inmateriales. Este documento tal como obra en acta 23 del 25 de 
septiembre de 2013, fue aprobado el 28 de agosto de 2014. 
 
Allí se expidieron unas sentencias de unificación, determinando tres tipos de perjuicios 
inmateriales: Los perjuicios morales, perjuicio a la Salud y vulneraciones o 
afectaciones relevantes a bienes o derechos convencional y constitucionalmente 
amparados. Para el caso de los perjuicios morales la máxima autoridad de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo precisó que estos se generan por los 
daños muerte, lesiones personales y privación injusta de la libertad. Para determinar la 
indemnización correspondiente, estableció cinco niveles de cercanía entre la víctima 
directa y sus deudos con un tope máximo de cien salarios mínimos legales mensuales 
vigentes que se reconocerán en caso de muerte, pérdida de la capacidad laboral igual o 
superior al cincuenta por ciento o para el daño privación injusta de la libertad superior 
a los dieciocho meses, a los esposos, compañeros permanentes, padres e hijos. Ahora 
bien, tratándose del daño a la salud, se precisó en la misma sentencia, que este perjuicio 
se reconocerá única y exclusivamente para la víctima directa, que no podrá exceder de 
                                                     
101 Consejo de Estado, sección Tercera, sentencia de 30 de enero de 2013. Rad 25000-23-26-000-2001-
01156-01(25573), C.P, OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ 
102 Consejo Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, C.P Ramiro de 
Jesús Pazos Guerrero, Sentencia del 28 de Agosto de 2014, rad. 05001-23-25-000-1999-01063-
01(32988) 
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cien salarios mínimos legales, cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 
cincuenta por ciento y dependiendo la gravedad de la lesión así mismo ponderó el 
monto de la indemnización, tazado en salarios mínimos; en casos excepcionales cuando 
se haya logrado demostrar la mayor intensidad del daño a la salud, el monto puede 
superar el equivalente a cuatrocientos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Frente a las vulneraciones o afectaciones relevantes a bienes o derechos convencional 
y constitucionalmente amparados, como daño autónomo se determinó que es viable 
reconocer para la víctima directa y familiares en el primer grado de consanguinidad, 
medidas compensatorias o reparatorias y excepcionalmente para la víctima directa 
hasta cien salarios mínimos legales mensuales vigentes. En consecuencia, a los tipos 
de daños e indemnización como también medidas de reparación tendrán derecho las 
personas privadas de la libertad y en caso de muerte sus parientes más cercanos. 
 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, del cual forma parte Colombia al 
haber firmado el tratado  que aprobó la Convención americana sobre derechos humanos 
el 22 de noviembre de 1969, entrada en vigor para Colombia el 18 de julio de 1978 en 
virtud de la Ley 16 de 1972, aceptó la competencia de la Comisión y Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Tribunales internacionales que han concluido 
en diversos casos que el Estado colombiano es responsable internacionalmente por la 
violación de los derechos de los reclusos, contenidos en la Convención interamericana, 
verbigracia  la originada con ocasión a la petición elevada por una reclusa103, ante la 
negativa del director de la reclusión de mujeres de Pereira de haber negado la visita 
íntima por su orientación sexual de carácter homosexual y al haberse negado la tutela 
en primera y segunda instancia respecto a los derechos a la igualdad, intimidad y libre 
desarrollo de la personalidad, la Comisión concluyó que el Estado colombiano violó el 
artículo 11.2 de la Convención Americana en relación con el deber de no 
discriminación y como consecuencia recomendó al Estado Colombiano reparar 
integralmente a la reclusa, tanto en el aspecto material como moral, incluyendo 
                                                     
103 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe N° 122/18, Caso N° 11.656, Peticionaria 
Marta Lucía Álvarez Giraldo, Colombia, 5 de octubre de 2018.  
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medidas de satisfacción por los daños ocasionados y asegurar el derecho de las mujeres 
lesbianas privadas de la libertad acceder a la visita íntima. El Estado Colombiano el 12 
de noviembre de 2015 reconoció su responsabilidad internacional por las violaciones 
de estos derechos y dando cumplimiento a las recomendaciones firmó un contrato de 
transacción con la víctima consistente en reparación del daño moral por la suma de cien 
(100) S.M.L.M.V y realizó un acto de reconocimiento de responsabilidad y disculpas 
públicas en el Centro de reclusión de mujeres el Buen pastor de Bogotá, contrato que 
fue aprobado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
 
Similar situación ocurrió con la petición formulada por el Centro de Derechos 
Humanos de Antioquia, quienes informaron la falta de investigación, sanción a 
responsables e indemnización a los familiares de la víctima, por el secuestro y 
homicidio de un ciudadano mientras se encontraba bajo custodia del Estado en la cárcel 
del Municipio del Bagre104. Se indicó que se había adelantado investigación penal 
pero sin que se hubiese determinado circunstancias de la muerte, ni identificado y 
procesado a los responsables; igualmente se había adelantado acción de reparación 
directa la cual fue infructuosa por haberse negado las pretensiones, al declararse 
probada la causa extraña denominada hecho de un tercero y el Consejo de Estado negó 
el recurso de queja contra la decisión que negó el recurso de apelación, por considerar 
que el asunto era de única instancia. Las partes suscribieron acuerdo de solución 
amistosa, donde el Estado reconoció responsabilidad internacional por la violación a 
los derechos consagrados en los artículos 3, 4, 5 y 7 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, con fundamento en que el ciudadano “se encontraba en una 
relación especial de sujeción al poder estatal, la administración debía responder de 
manera plena por su seguridad y protección 105”; el Estado se comprometió con 
medidas de satisfacción, consistente en realizar un acto de responsabilidad privado, 
                                                     
104  Comisión Interamericana de Derechos Humanos, informe 135/17, caso 12.712, Rubén Darío 
Arroyabe Gallego, Colombia, aprobado en sesión N° 2102 celebrada el 25 de octubre de 2017.  
105 Ibídem 
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entregando una carta de disculpas a la familia de la víctima y reparar los perjuicios 
inmateriales que llegaren a probarse a favor de los mismos.  
 
En este orden de ideas, se evidencia que además de los tribunales nacionales, el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos conoce y ha recomendado al Estado 
Colombiano diversas medidas, por encontrar en diversos casos, probada la 
responsabilidad internacional por los daños ocasionados a personas privadas de la 
libertad, donde ha aplicado el régimen de responsabilidad objetivo de daño especial. 
 
2.5 ¿EL PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD ES APROPIADO PARA 
DECLARAR LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR LOS DAÑOS 
PADECIDOS POR EL PERSONAL PRIVADO DE LA LIBERTAD, 
DERIVADO DE LAS CONDICIONES ACTUALES DE RECLUSIÓN? 
 
Aunque el tema de la solidaridad en el derecho colombiano, no se refiere al estudio de 
los elementos de la responsabilidad estatal, y se trata más de un tema filosófico como 
una figura multifacética que tiene diversas acepciones, pues funge como un valor 
fundante del Estado colombiano, como uno de los pilares del Estado social de derecho 
—junto con el respeto a la dignidad humana y el trabajo—, como un principio —
mandato de optimización de la conducta de las autoridades públicas y de los 
particulares—, como un deber de inmediato cumplimiento, así como un derecho 
exigible de los particulares y del Estado. 
 
Existen, sin embargo, unos usos propios del principio de solidaridad en el ámbito de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública, generados por el propio 
Consejo de Estado en la construcción de su jurisprudencia. Los usos a los que se hace 
referencia tienen que ver con los elementos de la responsabilidad  o con el fundamento 
mismo de la responsabilidad.106 
                                                     
106  PIMIENTO ECHEVERRI., Julián Andrés (junio, 2016). Responsabilidad o solidaridad. El 
fundamento del deber de reparar en el ámbito de la responsabilidad extracontractual del Estado. Revista 
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Para el tema bajo estudio, relacionado con los daños acaecidos al personal privado de 
la libertad, el principio de solidaridad no puede ser fundamento de la responsabilidad 
extracontractual, pero ha sido utilizado por el Consejo de Estado como fundamento de 
la imputación, como escenario en el que se debe determinar el régimen de 
responsabilidad de daño especial. Por ejemplo en la sentencia del 9 de junio de 2010, 
sección tercera 107 , se toma como fundamento del daño especial, el principio de 
solidaridad y equidad, así: 
 
En resumen, la teoría del daño especial reúne una buena muestra de los eventos 
en que, con el ánimo de buscar un resultado satisfactorio desde una óptica de 
justicia material, se utiliza la equidad para reequilibrar las cargas públicas, 
honrando así el principio de igualdad. En otras palabras, la teoría del daño 
especial, contando con el substrato de la equidad que debe inspirar toda decisión 
judicial, se vale de la igualdad para fundamentar las soluciones que buscan 
restablecer el equilibrio ante las cargas de la administración en situaciones 
concretas, objetivo que se alcanza gracias a la asunción del principio de 
solidaridad como argumento de impulsión de la acción reparadora del Estado, 
como se observará al momento de considerar el caso concreto. 
 
Conforme a lo anterior, resultaría contrario a la equidad considerar que la 
cuadriplejía de José William Rico Mendoza, a consecuencia de lesiones causadas 
en un motín carcelario, mientras cumplía una pena presión, sea una carga que debe 
soportar, por tratarse de un efecto esperado de la relación de especial sujeción a 
la que estaba sometido, por su condición de recluso. En el presente caso, la 
afectación de la integridad personal configura un daño excepcional y anormal que 
la víctima no está en el deber jurídico de soportar; sin duda, se configura un 
desequilibrio ante las cargas públicas, de acuerdo con el cual debe declararse la 
responsabilidad de la administración bajo el régimen del daño especial. 
 
Una de las sentencias en que mejor se ha tratado el principio de solidaridad por el 
Consejo de Estado, es la del 3 de mayo de 2007, sección tercera108, en la cual menciona 
extensa línea jurisprudencial respecto del daño especial, en la cual el título de 
                                                     
de Derecho Público, (36). Universidad de los Andes (Colombia). 
http://dx.doi.org/10.15425/redepub.36.2016.14 
107 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 9 de junio de 2010. Radicado: 19001-23-31-000-
1997-08006-01(19849). C.P. ENRIQUE GIL BOTERO 
108 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 3 de mayo de 2007. Radicado 50001-23-26-000-
1991-06081-01(16696). C.P. ENRIQUE GIL BOTERO 
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imputación tiene fundamento en la equidad y en la solidaridad como materialización 
del reequilibrio ante una ruptura de la igualdad frente a las cargas públicas, fruto del 
perjuicio especial y anormal que debe soportar el administrado. 
 
La teoría del daño especial reúne una buena muestra de los eventos en que, con el 
ánimo de buscar un resultado satisfactorio desde una óptica de justicia material, 
se utiliza la equidad para reequilibrar las cargas públicas, honrando así el principio 
de igualdad. En otras palabras, la teoría del daño especial, contando con el 
substrato de la equidad que debe inspirar toda decisión judicial, se vale de la 
igualdad para fundamentar las soluciones que buscan restablecer el equilibrio ante 
las cargas de la administración en situaciones concretas, objetivo que se alcanza 
gracias a la asunción del principio de solidaridad como argumento de impulsión 
de la acción reparadora del Estado, como se observará al momento de considerar 
el caso concreto. Se denota claramente la gran riqueza sustancial que involucra la 
teoría del daño especial y, como no, lo esencial que resulta a un sistema de justicia 
que, como el de un Estado Social de Derecho, debe buscar mediante el ejercicio 
de su función la efectiva realización de los valores y principios esenciales al 
mismo. 
 
(...)El utilizar el daño especial como criterio de imputación en el presente caso 
implica la realización de un análisis que, acorde con el art. 90 Const., tome como 
punto de partida el daño antijurídico que sufrió la niña Angélica María Osorio; 
que asuma que el daño causado, desde un punto de vista jurídico y no simplemente 
de las leyes causales de la naturaleza, se debe entender como fruto de la actividad 
lícita del Estado; y, que, por consiguiente, concluya que es tarea de la 
administración pública, con fundamento en el principio de solidaridad 
interpretado dentro del contexto del Estado Social de Derecho, equilibrar 
nuevamente las cargas que, como fruto de su actividad, soporta en forma excesiva 







 La crisis en los establecimientos penitenciarios y carcelarios en Colombia ha sido 
una constante por las violaciones masivas a los derechos fundamentales de las 
personas privadas de la libertad por orden judicial. El hacinamiento, la falta de 
elementos necesarios para atender las necesidades básicas de los reclusos, la 
ausencia de una política criminal consonante con la realidad de estos centros de 
reclusión, son solo algunas de las problemáticas que configuran las ya 
mencionadas violaciones a derechos. 
 
 En el caso de la culpa exclusiva, la conducta de los presos como el suicidio, o 
hechos imprevistos, súbitos o excepcionales como heridas por resbalo en escaleras, 
o donde el recluso fue el causante de la agresión a los guardianes del Inpec en fuga 
de presos, emprender huida a su propio riesgo en fuego cruzado de armas, son los 
determinantes en la concurrencia de culpas que ocasiona una rebaja en la 
indemnización de perjuicios inmateriales.  
 
 Una de las sentencias más claras donde el fallador pone de manifiesto la violación 
a la dignidad humanada de los reclusos por las condiciones de hacinamiento fue la 
del Tribunal de Antioquia (2012) en la que se determinó como daño antijurídico la 
violación de los derechos fundamentales al recluso con ocasión al hacinamiento al 
que fue sometido, no habían camas, ni camarotes para todos los reclusos, por lo 
cual debían dormir en los pasillos y en el piso, aplicó el régimen subjetivo de falla 
probada del servicio, analizando la imputación fáctica (nexo de causalidad) que el 
centro de reclusión de Bellavista, lugar donde cumplió la pena el accionante, forma 
parte del Sistema Penitenciario, encargado de ejecutar la pena y el Juzgado 
Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, fue la 
autoridad encargada de la vigilancia de ejecución de la condena. 
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 Se puede concluir que, en la responsabilidad por daños ocasionados a los reclusos 
en los centros penitenciarios y carcelarios en Colombia, se encuentra en medio de 
los dos títulos de imputación, daño especial y falla en el servicio, dependiendo lo 
que se acredite en el proceso de reparación directa, de si es un defecto o error en 
el cumplimiento de los deberes del personal de custodia en cabeza del Inpec. 
 
 La jurisprudencia del Consejo de Estado ha tenido notables variaciones respecto 
del régimen de responsabilidad patrimonial del Estado aplicable a los diferentes 
daños antijurídicos presentados en los internos de los centros penitenciarios del 
País, que van desde lesiones a los reclusos (por enfrentamiento entre prisioneros, 
por disparos con arma de fuego ante fuga de presos, por intoxicación) hasta la 
muerte, y que han desencadenado condenas al Inpec extensible a los encargados 
de la política criminal del Estado (por el estado de cosas inconstitucional) de 
perjuicios morales y materiales que van hasta los 100 SMLMV. De manera común 
o general se ha aplicado la tendencia subjetiva de falla del servicio por omisión del 
Inpec del deber de inspección, custodia y vigilancia que debe garantizar en 
seguridad para los reclusos. No obstante, otra tendencia se ha generado de manera 
objetiva bajo el daño especial, por la especial relación de sujeción de las personas 
privadas de la libertad para con el Estado. 
 
 En los casos donde se presentan lesiones a los reclusos dentro del centro 
penitenciario o carcelario, el título de imputación es el de daño especial basado en 
el concepto de relación especial de sujeción que sitúa al recluso en una situación 
de indefensión frente a quienes ejercen su custodia y vigilancia. 
 
 En los casos donde se presenta la indebida, tardía o no prestación del servicio de 
salud a los reclusos en los centros penitenciarios y carcelarios, el título de 
imputación aplicado por el Consejo de Estado es el de falla en el servicio, teniendo 
en cuenta que es al INPEC quien le corresponde garantizar el acceso a derechos 
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como el de la salud, pues el recluso se encuentra en debilidad manifiesta frente a 
este. 
 
 En los casos de hacinamiento en los centros penitenciarios y carcelarios, el 
Consejo de Estado ha aplicado el título de imputación de falla en el servicio por 
ser obligación del INPEC, el otorgar unas condiciones dignas al recluso para que 
de esta forma se busque la resocialización del individuo. Se destaca, el fallo del 
Tribunal Administrativo de Antioquia, en el cual se condenó al INPEC por los 
perjuicios causados a una persona que estuvo recluida en malas condiciones en la 
cárcel de Bellavista, de Medellín, ya que la situación vulneró los derechos 
fundamentales del accionante, debido al hacinamiento al que fue sometido, lo que 
constituyó una falla atribuible de la administración. 
 
 Actualmente no existe una unificación jurisprudencial en el Consejo de Estado, en 
relación con los daños ocasionados a los reclusos en los centros penitenciarios y 
carcelarios en Colombia, y es el juez quien evalúa en cada caso en concreto el 
título de imputación aplicable dependiendo su valoración probatoria. No obstante 
en criterio personal cuando estamos frente a la violación de la dignidad humana 
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Anexo 1. Sentencias del Consejo de Estado sobre casos donde se ha imputado 





Imputación Fundamento Jurídico 




Lesión de recluso 
en centro carcelario 
de Bellavista 
INPEC No se estableció que la 
atrofia testicular que 
sufre el paciente 
proviniera de acción u 
omisión imputable al 
Estado. Se estudió bajo 
el régimen subjetivo de 
falla del servicio 
Sin lugar a perjuicios 
49838 
(2018) 
Muerte de recluso 
por heridas con 
arma blanca en la 
cárcel de Bellavista 
INPEC  régimen de falla del 
servicio- Deber de 
protección y seguridad 
de los reclusos (omisión) 
Perjuicio moral- a la madre 
100 SMLMV, a los 
hermanos 50 SMLMV 
para cada uno. 
Perjuicios materiales- no 
acreditados 
Daño a la salud, daño a la 




Muerte de recluso 
en riña carcelaria de 
El Barne en Tunja 
INPEC Falla del servicio 
(incumplimiento del 
Estado de los deberes de 
custodia y seguridad 
frente a los reclusos parta 
garantizar su vida, honra 
e integridad física, y de 




100 SMLMV, perjuicios 
materiales 89.942.033 
Perjuicios morales a tres 
personas en calidad de 
terceros damnificados 100 
SMLMV para cada uno + 




Muerte de recluso 
en establecimiento 
carcelario de Neira- 
Caldas, producto de 
impactos de bala de 
miembros del 
INPEC para 
disuadir o controlar 
INPEC Se acredita culpa 
exclusiva de la víctima, 
pues la reacción de los 
miembros del INPEC fue 
proporcional a su deber 
como guardianes 
Sin lugar a perjuicios 
                                                     
109 La noción de daño antijurídico es invariable cualquiera sea la clase (contractual o extracontractual) o 
el régimen de responsabilidad de que se trate; consistirá siempre en la lesión patrimonial o 
extrapatrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar. La diferencia estriba, en 
consecuencia, en los títulos jurídicos de imputación del daño, determinantes de la causalidad jurídica 
más allá de la simple causalidad material que se deriva del nexo causal. (Consejo de Estado, Sección 






Imputación Fundamento Jurídico 
del deber de reparar 
Perjuicios 
fuga del interno 
20430 
(2011) 










INPEC Falla del servicio por 
omisión- Incumplimiento 
del deber de seguridad 
personal, vigilancia y 
control de los reclusos. 
Concurrencia de culpas, 
ya que la conducta 
negligente e imprudente 
de la víctima incidió en 
la ocurrencia del daño 
Reduce condena por 
concurrencia de culpas 
Perjuicios morales 50 
SMLMV a la madre y a 
seis hermanos de a 










de la herida por 






INPEC Falla del servicio 
carcelario - Por omisión 
en la prestación de 
medidas de seguridad, 
vigilancia y protección 
de la integridad del 
recluso, dado que 
mientras el recluso 
estuvo bajo su cuidado 
en razón de la privación 
de su libertad en la 
Penitenciaría San Isidro 
de Popayán, perdió el 
35,35% de su capacidad 
laboral, durante un 
amotinamiento que el 
mismo Instituto tenía el 
deber de evitar y 
controlar.  
Perjuicios morales a la 
víctima- 40 SMLMV, a los 
padres 20SMLMV a cada 
uno, y a cuatro hermanos 
de a 5 SMLMV cada uno. 
Perjuicios materiales en 




Lesiones a recluso 
en cárcel San Isidro 
(Popayán) causadas 
dentro de un motín 




guardias y reclusos  
INPEC Régimen de daño 
especial, debido  a  la 
afectación de la 
integridad personal que 
configura un daño 
excepcional y anormal 
que la víctima no está en 
el deber jurídico de 
soportar; sin duda, se 
configura un 
desequilibrio ante las 
cargas públicas, de 
acuerdo con el cual debe 
declararse la 
responsabilidad de la 
administración bajo el 
régimen del daño 
especial. 
Perjuicios morales a 
victima 100 SMLMV, por 
alteración a las 
condiciones de existencia 
150 SMLMV, perjuicios 
materiales a título de daño 
emergente consolidado y 
futuro, suministro de silla 
de ruedas. 
Perjuicios morales 80 
SMLMV a los padres cada 
uno y a seis hermanos 50 





recluso en centro 
INPEC Régimen de 
responsabilidad objetivo 
por daño especial 
Perjuicios morales a la 






Imputación Fundamento Jurídico 







Recluso que sufrió 
fractura del dedo 
quinto de la mano 
izquierda 
 No INPEC FALLA DEL 
SERVICIO - No se 
acreditó que la lesión del 
dedo quinto de la mano 
izquierda tuvo ocurrencia 
en el centro 
penitenciario. No se 
acreditó la ocurrencia del 
hecho 








INPEC Falla del servicio médico 
probada- Daño 
antijurídico por omisión 
o indebida prestación del 
servicio de salud a 
recluso 
CONCURRENCIA DE 
CULPAS - Víctima se 
rehusó a tomar 
medicamento 
Perjuicios morales a dos 




 Muerte de recluso 
que contaba con 




Nacional de Las 
Mercedes de 
Montería 
INPEC Falla del servicio - 
Omisión en el deber de 
custodia permanente del 
procesado, recluso. 
Recluso con permiso de 
trabajo fuera de 
establecimiento 
carcelario / FALLA DEL 
SERVICIO - Si bien 
muerte de recluso se 
ocasionó por terceros, el 
INPEC incurrió en falla 
en sus deberes legales 
Perjuicios morales a dos 




Lesionado por otro 
recluso en  la cárcel 
Las Mercedes de la 
ciudad de Montería 
INPEC Falla del servicio de 
vigilancia en centro 
carcelario 
Perjuicios morales a la 
víctima 80 SMLMV,  daño 
a la vida de relación 60 
SMLV, 50 SMLMV para 
hijo y padre a cada uno, y 
20 SMLMV a hermano. 
20044 
(2010) 
Muerte de recluso 
en la cárcel La 
Modelo por asfixia. 
INPEC Falla del servicio- 
Incumplimiento del 
deber del Estado de dar 
seguridad a reclusos 
Perjuicios morales a los 
padres 100 SMLMV a 








Modelo de Bogotá  
INPEC Régimen objetivo, 
atendiendo a la “especial 
relación jurídica de 
sujeción”, en virtud de la 
cual los ciudadanos que 
se encuentran en la 
Perjuicios morales a la 
compañera permanente y a 
sus dos hijos menores  100 






Imputación Fundamento Jurídico 
del deber de reparar 
Perjuicios 
condición de reclusos 
están sometidos al 
Estado por su cuenta y 
decisión, lo que implica 
que no le bastaba a la 
entidad demandada con 
demostrar diligencia y 
cuidado, ya que esta 
asume integralmente la 
obligación de seguridad 
de los internos. 
23341 
(2011) 
Muerte de recluso 





INPEC Falla del servicio- la 
privación de la libertad 
comporta una obligación 
especial de cuidado y 
protección en cabeza de 
la administración, pues 
los reclusos no tienen o 
tienen pocas 
posibilidades de 
defenderse frente a las 
agresiones de agentes 
estatales o de terceros. 
Perjuicios morales a la 
compañera permanente y 
padre 100 SMLMV a cada 
uno, y a cuatro hermanos 
de a 50 SMLMV cada uno. 





Muerte de preso en 
celda de patio 
cuatro y cinco de 
Cárcel Modelo de 
Bogotá al ser herido 
con arma de fuego 
en la espalda  
 
INPEC FALLA DEL 
SERVICIO EN 
CENTRO 
CARCELARIO - Por 
falta de medidas para 
proteger vida de detenido 
en Cárcel Modelo de 
Bogotá amenazado en 
varias oportunidades 
Perjuicios morales a los 
padres 100 SMLMV a 




Muerte de interno o 
recluso con arma de 
fuego en cárcel La 
Modelo 
INPEC FALLA DEL 
SERVICIO - Por faltar al 
deber de vigilancia y 
custodia. 
Perjuicios morales a 
cónyuge y dos hijos 100 
SMLMV a cada uno. 
26158 
(2013) 
Muerte de recluso 
con arma de fuego 
en cárcel la Modelo 
INPEC FALLA DEL 
SERVICIO DE 
ESTABLECIMIENTO 
CARCELARIO - Del 
Instituto Nacional 
Penitenciario y 
Carcelario por no tomar 
medidas necesarias para 
proteger la vida del 
recluso, máxime cuando 
bajo su cargo se 
encuentra la inspección, 
vigilancia y custodia de 
los centros carcelarios 
Perjuicios morales a 
compañera e hija menor 
100SMLMV cada una, 






Imputación Fundamento Jurídico 
del deber de reparar 
Perjuicios 
(2014) en centro 
penitenciario La 
Modelo por 





daño especial dada la 
relación de especial 
sujeción - FALLA DEL 
SISTEMA -  Estado de 
desorganización 
generalizada de sistemas 
organizados tales como 
el carcelario. 
madre, compañera 
permanente e hijas 100 
SMLMV a cada una, y a 
los hermanos 50 SMLMV. 
Perjuicios materiales en 





Muerte de interno o 
recluso en cárcel la 
Modelo por arma 
de fuego 
INPEC FALLA DEL 
SERVICIO - Por faltar al 
deber de vigilancia y 
custodia. 
Perjuicios morales a los 
padres 100 SMLMV cada 
uno y a los dos hermanos 
50SMLMV a cada uno. 
28490 
(2013) 
muerte de recluso 
durante 
amotinamiento 
INPEC Régimen de 
responsabilidad objetiva, 
pues el Estado tenía la 
obligación de garantizar 
la seguridad del recluso y 
de protegerlo contra 
actos que pudieran poner 
en riesgo su vida o su 
integridad personal. 
Perjuicios morales a madre 
el 65% de los 100 
SMLMV, y 35% de 100 





en Cárcel Nacional 
La Modelo de 
Bogotá murió por 
asfixia mecánica y 
estrangulamiento de 
manera violenta por 
recluso 
indeterminado 
INPEC Falla del sistema-
DAÑOS 
OCASIONADOS A 
RECLUSOS - Obedece a 
la desorganización 
prolongada y 




ESTADO POR DAÑOS 
A RECLUSOS - 
Atribuible no solamente 
al Instituto Nacional 
Penitenciario y 
Carcelario sino a todas 
las instancias encargadas 






de daños a los reclusos 
Perjuicios morales a hijos 
y compañera permanente 




Muerte de recluso 
con arma de fuego 
en enfrentamiento 
entre reclusos de la 
cárcel “La Picota” 
 
INPEC Falla del servicio de 
vigilancia y custodia 
Perjuicios morales de 100 
SMLMV a cónyuge e 
hijos, y de 50SMLMV a 
hermanos  
Perjuicios materiales en 






Imputación Fundamento Jurídico 
del deber de reparar 
Perjuicios 
$30 292 713 
34219 
(2014) 
Muerte de recluso 
dentro de las 
instalaciones de la 
cárcel La Modelo, 
al ser impactado 
por varios 
proyectiles de arma 
de fuego 
INPEC El Estado incumplió con 
sus deberes de vigilancia 
y control al interior del 
centro de reclusión, a 
título de falla en el 
servicio, por cuanto el 
ingreso y permanencia 
del detenido se derivó de 
una orden impartida por 
el mismo Estado, que 
tenía la obligación de 
proteger su vida e 
integridad personal 
Perjuicios morales de 100 
SMLMV a los hijos y de 
50 SMLMV a los 
hermanos. 
Perjuicios materiales en 




Muerte de recluso 
en cárcel La Picota 
de Bogotá, quien 
recibió múltiples 
disparos con arma 
de fuego 
INPEC FALLA DEL 
SERVICIO - Por 
defectuoso 
funcionamiento de las 
instituciones encargadas 
de la seguridad y cuidado 
de las personas privadas 
de la libertad  
Perjuicios morales a 
compañera, hijos y padre 
de 50 SMLMV cada uno. 
Para los hermanos 25 
SMLMV a cada uno. 
Perjuicios materiales en la 
modalidad de lucro cesante 
$54 722 552 
 
 
